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PRESIDE: Señor Representante Edgardo Ortuño. 


MIEMBROS: Señores Representantes Álvaro Alonso, Gustavo Bernini, Gustavo Borsari Brenna, Javier 
Cha, Orlando Lerete, Jorge Orrico y Javier Salsamendi. 


DELEGADOS 
DE SECTOR: Señores Representantes Germán Cardoso y Fernando Longo Fonsalías. 


CONCURRE: Señor Representante Jorge Patrone. 


INVITADOS: Señores Ministro de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente, arquitecto 
Mariano Arana; Director General de Secretaría, profesor Pedro Apezteguía; Director 
Nacional de Vivienda, arquitecto Gonzalo Altamirano; asesores, economista Carlos 
Mendive y doctores Oscar Sarlo y Rafael Biurrum; Subsecretario de Economía y Finanzas, 
economista Mario Bergara, y asesor, economista Jorge Polgar; Presidente del Banco 
Hipotecario del Uruguay, arquitecto Miguel Piperno; Vicepresidente, contador Elbio 
Scarone y segundo Vicepresidente, escribano Walter Morodo. 


SEÑOR PRESIDENTE (Ortuño).- Habiendo número, está abierta la reunión. 


La Comisión de Constitución, Códigos, Legislación General y Administración da la bienvenida al señor 
Ministro de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente, arquitecto Mariano Arana, al Director 
General de Secretaría, profesor Pedro Apezteguía, al Director Nacional de Vivienda, arquitecto Gonzalo 
Altamirano, y al economista Carlos Mendive, asesor de la Dirección Nacional de Vivienda. También con 
mucho gusto damos la bienvenida al señor Subsecretario de Economía y Finanzas, economista Mario Bergara 
y al economista Jorge Polgar, asesor del Ministerio. También es un gusto tener entre nosotros al Directorio 
del Banco Hipotecario y damos la bienvenida a su Presidente, el arquitecto Miguel Piperno, a su 
Vicepresidente, el contador Elbio Scarone y al segundo Vicepresidente, el escribano Walter Morodo. 
Asimismo, nos acompañan los asesores, doctores Oscar Sarlo y Rafael Biurrum. 


Les cedemos la palabra para que realicen la presentación del proyecto de ley que tenemos a consideración 
sobre la Carta Orgánica del Banco Hipotecario del Uruguay y creación de la Agencia Nacional de Vivienda, 
que ya tiene media sanción del Senado. 


Antes de dar la palabra a nuestros invitados, aprovecho a comunicar a los integrantes de la Comisión que 
hemos recibido una nota del Consejo del Sector Banca Oficial de la Asociación de Bancarios del Uruguay 
dirigida a la Presidencia por la cual solicitan ser recibidos en entrevista en la Comisión, a efectos de 
intercambiar ideas sobre aspectos que refieren al proyecto de ley de reforma del Banco Hipotecario del 
Uruguay. Está firmada por el señor Carlos Márquez, Presidente del Consejo del Sector Financiero Oficial de 
AEBU. 


Esta nota se suma a las manifestaciones verbales de las autoridades del sindicato AEBU, en el sentido de 
querer concurrir, y que sintoniza con el planteo realizado en la sesión pasada por integrantes del Cuerpo en 
cuanto a invitar a miembros de la Comisión Representativa del Banco. Por esa razón, si no hay oposición, 
realizaríamos una sesión extraordinaria el próximo viernes, a la hora 14, para recibir a los trabajadores 
nucleados en el sindicato de AEBU, a integrantes del sector oficial y de la Comisión Representativa. 


También aprovecharíamos la reunión para satisfacer la demanda que también llegó a la Mesa por parte de 
distintos integrantes del Cuerpo de convocar a la Ministra del Interior, señora Daisy Tourné, razón por la cual 
convocamos para recibirla el día viernes, a la hora 15. 


SEÑOR MINISTRO DE VIVIENDA, ORDENAMIENTO TERRITORIAL Y MEDIO AMBIENTE.- 
Es un gusto estar en esta Comisión con el objetivo específico de tratar un proyecto de ley que puede ser 
altamente significativo para el futuro del país y, fundamentalmente, para aquellos que solamente a 
través del sector público pueden aspirar a tener en el menor plazo posible lo que tantas familias 
desean: la seguridad de una vivienda familiar propia en condiciones aceptables, tal como la 
Constitución garantiza a todos nuestros conciudadanos. 


Para ser lo más esquemático posible y brindar la palabra al señor Subsecretario de Economía y Finanzas y, 
luego de que pueda hacer una exposición detallada, con las apoyaturas gráficas que van ustedes a tener 
oportunidad de observar, al economista Mendive, quisiera simplemente recordar que nuestro Ministerio es y 
seguirá siendo la entidad que a nivel político está encargada y responsabilizada del diseño de políticas 
públicas en esta materia; es el organismo central -por decirlo así- en todo cuanto tiene que ver con el sistema 
público de viviendas. En esta propuesta, que ya ha tenido la aprobación del Senado -como informaba el señor 
Presidente- se crea por primera vez un servicio descentralizado, una Agencia Nacional de Vivienda, que 
tendrá las capacidades necesarias como para implementar las políticas que defina el Ministerio. También se 
propone la imprescindible reestructuración de un Banco Hipotecario que será la entidad bancaria que 
funcione dentro del mercado financiero de la vivienda, pero con un claro rol efectivamente bancario y que 
efectivamente pueda brindar -cosa que hoy está absolutamente inhabilitado de hacer- créditos a aquellos que 
sean sujetos de crédito y que le permita colmar las expectativas que muchos sectores de la población desean 
ver satisfechas a la brevedad. 


Es claro que hace varias décadas que la inversión pública de vivienda no puede atender a cabalidad las 
necesidades habitacionales de nuestros compatriotas. Por otra parte, el Banco Hipotecario -todos somos 
conscientes de ello- fue objeto de varias leyes, de varias acciones del Estado y en las últimas décadas fue 
acumulando debilidades y pérdidas cuantiosas para todo el sistema público y para todos los ciudadanos del 
país, hasta llegar al extremo de tener que suspender la concesión de créditos, tal como lo dijimos. 


Recordemos algunas cifras. En el año 2002, el Banco recibió capitalizaciones por US$ 933:000.000; vendió 
un fideicomiso del Ministerio de Economía y Finanzas de unos US$ 140:000.000; recibió depósitos de esa 
Cartera por más de US$ 300:000.000, y adquirió deudas con el Banco de la República Oriental del Uruguay 
por más de US$ 600:000.000. A pesar de estos cuantiosos recursos que volcó la sociedad toda en el Banco 
Hipotecario, no está en condiciones de brindar créditos a la población como esta desea y como todos 
seguramente también deseamos que vuelva a suceder, claro que en condiciones especiales, por lo cual 
entendemos que debe ser objeto de una seria reestructuración que permita que los fines que originariamente 
le estaban atribuidos en efecto se lleven a la práctica. 


Creo que tanto la creación de la Agencia Nacional de Vivienda como la reestructuración del Banco 
Hipotecario y algunas acciones que están destinadas a hacer más claras, más transparentes, más rápidas y 
menos onerosas para la nación y los beneficiarios las ejecuciones que se puedan llevar a cabo de las 
hipotecas, configura un conjunto de disposiciones que -nosotros estamos seguros- habrán de beneficiar al 
conjunto de nuestra sociedad. 


Señor Presidente: dejaría por aquí este primer esquema de exposición. Si usted lo entiende conveniente y 
razonable, podríamos escuchar al Subsecretario de Economía y Finanzas aquí presente con sus asesores para 
luego brindar la palabra al economista Mendive, quien hará específica mención a uno de los temas que son 
neurálgicos en este proyecto de ley. 


SEÑOR SUBSECRETARIO DE ECONOMÍA Y FINANZAS.- Desde la perspectiva del Ministerio de 
Economía y Finanzas nosotros estamos muy satisfechos con este proyecto de ley en la medida en que, 
en primer lugar, es fruto de un trabajo conjunto de los Ministerios de Vivienda, Ordenamiento 
Territorial y Medio Ambiente y de Economía y Finanzas y de las autoridades del Banco Hipotecario 
del Uruguay, en un diálogo permanente con la Asociación de Empleados Bancarios del Uruguay. 


Como en cualquier proceso de reconstrucción y de reorganización de instituciones que realmente tenían una 
situación más que complicada, todo el mundo queda con ese sabor de que siempre hay cosas para mejorar y 
pulir. Pero nosotros estamos convencidos y satisfechos -como decía el señor Ministro- de poder llevar a cabo 
esta propuesta que, reitero, surge de un trabajo profesional, técnico, detallado, minucioso durante muchos 
meses, con un aporte tanto desde la perspectiva de la reorganización institucional como desde la perspectiva 
económico-financiera y jurídica, y que será beneficiosa desde todo punto de vista. 


No voy a entrar en los detalles finos del proyecto porque, precisamente, el economista Mendive, a partir de la 
presentación del "Power Point" va a poder hacerlo de manera ordenada y minuciosa. Sí queremos enmarcar 
esta propuesta también en una visión de aspectos de transformación de la estructura estatal. Aquí estamos 
planteando que el Estado debe seguir manteniendo roles vinculados al financiamiento de la vivienda, a la 
promoción de la adquisición y construcción de viviendas a través de mecanismos de subsidios y de 
mecanismos transparentes de promoción. La vida ha demostrado que la confusión de roles que existía en la 
institucionalidad culmina -para decirlo de alguna manera- con la gran quiebra del Banco Hipotecario, dado 
que a este organismo de manera implícita o explícita, se le pedían roles de naturaleza social, financiera e 
institucional que muchas veces estaban en conflicto. Además, en esos roles, en los aspectos de créditos, se 
incluían los aspectos de construcción. Es decir, había toda una serie de roles que, de manera implícita o 
explícita, el Banco Hipotecario apuntaba a resolver. Esa confusión de roles -que en última instancia se deriva 
en confusión de responsabilidades- solo podía terminar mal, como efectivamente terminó. 


Estamos convencidos de que en el marco de la reorganización del aparato estatal este es un tema muy 
importante, porque el tema de la vivienda es también muy importante. Por lo tanto, dar a las políticas de 
vivienda y a su implementación una adecuada institucionalidad es para nosotros de primer orden en lo que 
concebimos como reforma del Estado. 


Aquí lo que estamos haciendo no es decir que antes el Estado tenía tales roles en materia de vivienda y ahora 
los deja de tener; por el contrario, estamos convencidos de que el Estado sigue teniendo roles de promoción, 
de subsidio, de promoción de la construcción y del acceso a la vivienda por parte de la sociedad y también en 
el financiamiento de la vivienda en distintos órdenes. Además, sigue teniendo obligaciones de carácter 
económico-financiero y también de carácter social, solo que ahora las responsabilidades de los distintos 
organismos en este sentido tienen que estar bien delineadas y diseñadas para que, precisamente, las funciones 
estén ubicadas institucionalmente en el lugar adecuado. De esta manera, deberá existir el complejo de 
objetivos y la contraposición de intereses como para que todos los agentes rindan cuentas del cumplimiento 
de sus obligaciones. 


Estamos seguros de que la propuesta de reorganización institucional que figura en el proyecto de ley va en 
ese sentido porque, precisamente, enfatiza el hecho de que el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento 
Territorial y Medio Ambiente es la institución responsable en el Poder Ejecutivo de la determinación de las 
políticas de vivienda. 


Se genera una nueva institución que es la Agencia Nacional de Vivienda, que adoptaría la forma de un 
servicio descentralizado y que apunta justamente a tener aspectos de implementación de esa política, 
llevando al Banco Hipotecario a definir funciones que están en el núcleo de la actividad bancaria asociada a 
la vivienda, es decir, que se pueda concentrar en las funciones bancarias financieras que un banco hipotecario 
debe realizar. 


Por lo tanto, está claro que acá no se renuncia a aspectos de política social, no se renuncia a la necesidad de 
que el Estado deba contribuir con subsidios que, obviamente, paga toda la sociedad, para mejorar el acceso a 
la vivienda, sobre todo, para los sectores de la sociedad con menores recursos. Pero los instrumentos a través 
de los cuales esto se hace no pueden seguir estando mezclados en una sola institución, porque cuando se le 
pide a un organismo o a un Directorio que cumpla funciones que tienen objetivos en conflicto, siempre digo: 
esa gente es esquizofrénica o las cosas van a terminar mal. Claramente, las cosas terminaron mal de esa 
manera. Nosotros también estamos convencidos de que la asignación de subsidios a la vivienda debe estar en 
el marco de políticas bien definidas y bien transparentes. Las asignaciones presupuestales para esos subsidios 
también deben estar definidas de manera transparente y, a su vez, hay que buscar mecanismos que induzcan 
buenos estímulos para que la gente, en el proceso del acceso a la vivienda, en los casos en que sea 
conveniente y necesario desde el punto de vista social que accedan a los subsidios, en aquellos casos en que 
pueda contribuir al financiamiento total o parcial de su vivienda, tenga los incentivos para repagar los 
créditos y para contribuir en base a sus posibilidades. 


Por lo tanto, creemos que esta institucionalidad propuesta en el proyecto de ley genera buenos incentivos 
porque define bien las responsabilidades, y eso le facilita la vida a quienes están encargados de esas 
funciones, porque saben dónde empiezan y dónde terminan sus responsabilidades, y a su vez, le facilitan la 
vida a la sociedad a la hora de pedirle cuentas, porque la rendición de cuentas de cada uno empieza y termina 
con sus responsabilidades. Reitero: genera un esquema de mejores estímulos y más sanos y adecuados en el 
proceso de procura de acceso a la vivienda y su financiamiento y el repago de las obligaciones que las 
distintas franjas de la sociedad tienen con respecto a su financiamiento. Como vamos a ver en la 
presentación, en este aspecto también tuvimos resultados francamente deficitarios, que se reflejan en los 
niveles de morosidad en el Banco Hipotecario, sobre todo, teniendo como referencia el conjunto del sistema 
bancario. 


Entonces, estamos muy satisfechos con este proyecto, apoyamos decididamente la transformación de esta 
faceta muy importante de los roles del Estado como es lo relativo a las políticas de vivienda y estamos 
convencidos de que la reorganización institucional propuesta genera buenos mecanismos y estímulos sanos 
para que las cosas se hagan de mejor manera que en el pasado. 


SEÑOR MENDIVE.- En principio, destaco el respaldo de la política al proyecto de ley que se plantea, 
que tiene tres capítulos. Uno es la reforma de la Carta Orgánica del Banco Hipotecario del Uruguay, 
otro es la creación de la Agencia Nacional de Vivienda y el tercero es la creación de un proceso de 
ejecución simplificada de créditos hipotecarios para vivienda. 


Siguiendo la exposición del Ministro Arana y del Subsecretario Bergara, vamos a presentar la nueva 
institucionalidad sobre la cual se está fundamentando este proyecto de ley. Está integrada por el Ministerio, la 
entidad rectora que fija la política de vivienda y que controla que sus directivas se cumplan -es el organismo 
central de todo el sistema-; la Agencia Nacional de Vivienda, un servicio descentralizado que opera como 
brazo ejecutor de las políticas definidas por el Ministerio, y el Banco Hipotecario, una entidad bancaria 
especializada en el crédito hipotecario. 


¿Qué aspectos se pueden destacar en relación a esta nueva institucionalidad que es sostén de la propuesta del 
proyecto de ley? Entendemos que se fortalecen las capacidades del sistema. Como decía el Subsecretario, con 
esta propuesta no estamos sacando al Estado capacidades ni funciones dentro del marco general de políticas. 
Las estamos fortaleciendo; en particular, estamos creando un servicio descentralizado que estará 
especializado en la ejecución de políticas. En tanto servicio descentralizado que opera en la órbita de las 
instituciones que pueden tener actividades comerciales e industriales, permite, como brazo ejecutor, una 
mayor eficiencia y eficacia en las políticas que define el Ministerio. Delimita claramente los fines y 
cometidos de las instituciones -esto fue claramente explicado por el Subsecretario Bergara, y creemos que es 
una ganancia en el diseño del sistema-, en particular, los cometidos del Banco Hipotecario. Este pasará a ser 
una institución financiera que tendrá que regirse con criterios bancarios en la asignación y la gestión del 


crédito, sin que ello implique no definir una misión y visión del banco que opere hacia determinados sectores 
de la población, pero nunca tiene que operar sin los criterios que le permitan ser sustentable financieramente. 


Se reasigna el total de recursos humanos y financieros. La creación de la Agencia Nacional de Vivienda será 
cubierta fundamentalmente por los funcionarios del Banco y por recursos presupuestales que hoy tiene para 
cubrir su propia gestión. También entendemos que en esta institucionalidad se potencia la participación del 
sector privado. La idea es que los recursos que el Estado asigna al Ministerio de Vivienda, Ordenamiento 
Territorial y Medio Ambiente para la política de vivienda a través de subsidios puedan ser canalizados 
directamente como gasto directo, como acción directa, que llegue a los beneficiarios, pero también utilizados 
para respaldar la inversión privada y la participación del sector privado en las políticas que defina el 
Ministerio. Por último, entendemos que minimiza riesgos, porque en particular permite minimizar aquellas 
contingencias en el manejo del Banco Hipotecario. Esa poca claridad que tiene que ver con el papel del 
Banco genera algún tipo de contingencias; más allá de los perjuicios fiscales que ello pueda tener en el 
futuro, desde el ángulo de la política de vivienda también es importante no estar dependiendo solamente de 
una institución. En este sentido, tenemos un Ministerio que fija la política y una Agencia que la ejecuta para 
que todos los actores del sistema financiero, específicamente en cuanto a la política de financiamiento, 
puedan participar, tanto el Banco Hipotecario como la banca privada. En ese sentido, desde el ángulo de la 
política de vivienda, se pueden minimizar riesgos y hacer una política más sustentable en el tiempo. 


Ahora pasaremos a describir la reestructura del BHU. Vamos a dar cuenta de cuál es la política que sustenta 
esa reestructura y a dar un pequeño diagnóstico de la situación del Banco Hipotecario, así como cuáles son 
las líneas rectoras que guían esa reforma. 


¿Cómo se enmarca la reestructura del Banco Hipotecario? El principio de esto es que queremos reconstruir el 
mercado del crédito hipotecario, hoy prácticamente inexistente y solo posible para algunos sectores de la 
población. Nosotros entendemos que está entre el 10% y 15% de la población con mejores ingresos y para el 
acceso a vivienda ubicada en determinados barrios de Montevideo, de Maldonado o en algún otro lugar en 
particular que tienen que ver con localización de la vivienda en sectores de altos ingresos. Entonces, desde el 
Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente, junto a la reestructura del Banco 
Hipotecario, estamos desarrollando políticas para recrear ese mercado de crédito hipotecario. Por un lado, 
estamos manejando la idea de un nuevo sistema de subsidio que dé lugar a la participación del sector privado. 
Es decir, que el sistema financiero pueda prestar -al igual que el Banco Hipotecario- con apoyo del 
Ministerio. El crédito lo da el sector bancario, pero -reitero- tiene un apoyo del Ministerio. Ese crédito no lo 
estaría dando el Ministerio. No todo el programa consiste en esto, pero es una iniciativa que estamos 
discutiendo y elaborando desde el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente, y 
pensamos que va a ser un puntal importante para el desarrollo del mercado hipotecario en determinadas 
franjas de la población que, en general, son desatendidas por el sistema financiero. 


También estamos pensando en algún tipo de mecanismo financiero que facilite el acceso al crédito 
hipotecario. Los mercados de crédito hipotecarios tienen variedad de imperfecciones, y entre ellas están los 
problemas de información. Creemos que con estos instrumentos que estamos pensando, del tipo seguro de 
crédito hipotecario, garantías financieras que permitan fondearse más fácilmente al sistema financiero para 
desarrollar el crédito, se posibilitaría el desarrollo de este mercado. 


En cuanto a los instrumentos financieros destinados al fondeo, estamos aflorando algunos que permitan 
fondear rápidamente al sistema financiero para dar créditos hipotecarios. En particular estamos desarrollando 
y evaluando la viabilidad de un instrumento, que son las letras hipotecarias. En función de las características 
del mercado uruguayo -por su volumen, porque está poco desarrollado- creemos que es un instrumento que 
puede facilitar rápidamente el fondeo, en contraposición con otros instrumentos que requieren costos de 
estructuración más altos. 


Básicamente, en el Capítulo IM del proyecto se hace referencia a los procedimientos legales que mejoran la 
gestión del crédito. Se establece un nuevo proceso de ejecución de créditos hipotecarios para ser aplicable 
tanto para la banca pública como para la privada. Entendemos que es necesario bajar el costo de la ejecución 
de los créditos hipotecarios sin que ello implique pérdida de garantías para los diferentes actores del proceso. 


Una vez que comencemos a trabajar en ese sentido y se empiece a desarrollar el mercado, creemos que es 
necesario fortalecer y dar respaldo a las decisiones de los consumidores en la toma de los créditos 
hipotecarios. La reestructura del Banco Hipotecario la vemos en ese marco de política. Consideramos que 


hace falta reconstruir y reestructurar al Banco Hipotecario para que quede una institución solvente y líquida 
que pueda liderar el desarrollo de este mercado, pero actuando en igualdad de condiciones en lo que refiere a 
dos aspectos: uno es la ejecución de créditos hipotecarios, válido tanto para las entidades públicas como 
privadas, y el otro, la exoneración del IVA al pago de los intereses de créditos hipotecarios, que ya fue 
prevista en la reforma tributaria. 


En este marco identificamos algunos principios rectores que deben guiar la reestructura y el futuro accionar 
del Banco Hipotecario. En principio la reestructura de la institución busca capitalizar y recrear una institución 
solvente y líquida que desarrolle su actividad crediticia hipotecaria en amplios sectores de la población en 
forma eficiente. El diseño de créditos hipotecarios debe buscar la mayor accesibilidad para sectores de la 
población que hoy no están atendidos por la banca privada, a la vez que asegure un retorno financiero que 
permita continuar y acrecentar la actividad crediticia. La asignación y gestión de créditos así como el manejo 
de los riesgos financieros propios de la actividad bancaria hipotecaria se realizarán sobre la base de garantizar 
la sustentabilidad financiera de la institución, y el fondeo del Banco se realizará principalmente sobre la base 
del financiamiento del mercado de capitales de depósitos en cuentas de ahorro previo y de la recuperación de 
los créditos hipotecarios generados. A través de estos cuatro puntos pretendemos trasmitir una idea de cómo 
vemos al Banco Hipotecario trabajando en el futuro, una vez que sea reestructurado. 


¿En base a qué planteamos la reestructura del Banco Hipotecario? Básicamente a la capitalización del Banco 
y también en relación al cambio de su gestión. Haciendo un diagnóstico rápido podemos decir que el Banco 
tiene una alta vulnerabilidad económico financiera, tiene una situación de liquidez ajustada, tiene riesgos 
importantes, y el resultado de su flujo de fondo tiene una extrema sensibilidad a la variación de cambio, a la 
inflación, a las tasas de intereses y al salario. En diciembre de 2005 hicimos un trabajo por el cual 
verificamos la altísima sensibilidad a pequeños cambios en estas cuatro variables. Un aumento de salario 
favorece al Banco; un aumento del tipo de cambio del dólar desfavorece los resultados y los flujos. Eso se da 
porque hay un fuerte descalce en plazos y en moneda. 


Hay un elevado nivel de morosidad: un 83%. Por una nueva modalidad de cálculo, más cercana de lo que 
marca la regulación del Banco Central, comprobamos que en diciembre aumentó fuertemente. Veníamos 
manejando un nivel de morosidad altísimo, del orden del 70%; ahora en diciembre subió al 83% por lo cual 
la situación añade más complejidad para manejar la reestructura y el proceso de capitalización. 


También tiene una ajustada situación patrimonial. A diciembre de 2006 la relación patrimonio-activo 
alcanzaba un orden de poco más del 2%. 


Por otro lado, tiene altos costos operativos. El total de costos operativos anuales es de US$ 47:000.000. La 
masa salarial en total son US$ 32:000.000. De esa cifra hay US$ 25:000.000 que corresponden a 750 
funcionarios del Banco, que son cubiertos por el propio Banco, pero hay 220 funcionarios que son cubiertos 
por el Ministerio de Economía y Finanzas. Añadimos a eso que el Banco tiene una cartera social de difícil 
manejo. Casi un 50% de la cartera del Banco es social y con una gran complejidad en su manejo, con 
diferentes situaciones jurídicas y sociales. También tiene sistemas de gestión e información deficientes. Las 
actuales autoridades del Banco Hipotecario del Uruguay están trabajando fuertemente en este sentido, 
tratando de implementar un sistema integrado de gestión bancaria en un contexto donde el insumo básico, 
que es la información, es muy pobre. 


La reestructura del Banco Hipotecario del Uruguay la planteamos en dos aspectos: por un lado, está la 
capitalización del Banco y, por otro, el necesario cambio en su gestión. Acá vamos a concentrarnos más en 
los aspectos de capitalización. ¿Cómo vamos a plantear esa capitalización? Básicamente, la capitalización 
consiste en retirar más pasivos que activos, de forma tal de capitalizarlo. ¿Qué activos y qué pasivos 
retiramos? ¿Con qué criterios adoptamos la selección para la capitalización y el retiro de esos activos y 
pasivos? Por un lado, vamos a dejar aquellos activos que tengan que ver con la actividad futura del Banco. 
Entendemos que el Banco se va a dedicar al crédito a personas físicas fundamentalmente y al crédito 
hipotecario. Por lo tanto, estamos dejando en el Banco créditos hipotecarios y promesas de compraventa que 
puedan ser escriturables en el futuro. La capitalización también pretende disminuir los riesgos, 
fundamentalmente los descalces y dejar un Banco con un ratio de morosidad bastante menor. Estamos 
pensando en un 20% como máximo de morosidad, ratio que aún es alto, pero no podíamos dejar más de eso 
porque no es bueno para presentar un banco en el sistema financiero, y tampoco mucho menos porque 
teníamos un problema de liquidez importante. Ese 20% se va a componer por la mejor cartera morosa, en 


base a ratios que tenemos definidos, cartera que en general ha tenido alguna refinanciación pero que está 
pagando sin atrasos desde hace más de un año. La selección de pasivos que nos permiten minimizar esos 
riesgos y quedar con un estado de situación patrimonial que ataque el problema de los descalces se hizo en 
función de un pasivo con el BROU que hoy anda cerca de los US$ 500:000.000. Es un pasivo en dólares que 
da cuenta del descalce importante del Banco Hipotecario del Uruguay en moneda. Se lo va a sacar casi en un 
90%. También se hizo en función de algunos otros pasivos de exigibilidad inmediata. A través de esos 
pasivos podemos hacer que el Banco tenga menos problemas de liquidez. 


Estamos pensando en potenciar, capitalizar y dejar al Banco con la liquidez inmediata para que salga al 
mercado. En 2007 tenemos una cifra de US$ 18:000.000 y en 2008-2009 de US$ 25:000.000. Esperamos que 
el proceso de reestructura se vaya concretando, acelerando y podamos tener un Banco pronto para prestar 
durante 2007. Esto es algo conservador. No sabemos exactamente cuándo puede terminar este proceso de 
reestructura, si a mitad de año o más hacia fin de año. No nos animamos a decir cuánto va a estar destinado al 
crédito durante 2007; preferimos decir que en 2008-2009 se va a destinar US$ 25:000.000 por año. 


Por otro lado, queremos dejar un Banco que tenga un ratio de patrimonio activo acorde a la regulación 
bancaria y que brinde cierta solvencia como institución financiera. 


Este es un esquema muy grueso. Hay problemas importantes de información en el Banco, pero a grandes 
rasgos uno podría decir que se separa el 46% de los activos y el 60% de los pasivos. Es un esquema muy 
general que vamos a tener que trabajar y afinar durante el proceso de reestructura. Implica también una 
reducción de costos significativa. ¿En qué se basa esa reducción? Los altos costos operativos del Banco 
Hipotecario del Uruguay, tanto en lo que refiere a la masa salarial como al resto, impactan fuertemente sobre 
la liquidez y sobre los resultados. En ese sentido, debemos ajustarlos en función de dejar un Banco 
capitalizado pero que tenga su liquidez y la solvencia necesaria para funcionar. En la medida en que quitamos 
del Banco aquella cartera menos compleja para su manejo y estamos dejando una cartera más homogénea, de 
más fácil gestión, que se comporta relativamente bien, y teniendo en cuenta que hay un proceso de inversión 
en tecnología con la implementación del sistema integrado de gestión bancaria, el requerimiento de manejo 
de esa cartera por recursos humanos baja sustancialmente. Además, hay funciones que el Banco en el futuro 
inmediato no va a cumplir, que refieren fundamentalmente a la construcción, y a la atención de la cartera 
social, que se quita definitivamente. 


En función de estos criterios ¿cuál es el costo de esa capitalización? Cifras muy preliminares indican que 
estamos en el orden de los US$ 168:000.000, que es la diferencia entre los activos y pasivos que se quitarían 
del Banco. Exactamente, cómo se va a dar eso en el tiempo, cuál va a ser el resultado final de ese monto de 
capitalización, dependerá de qué tanto se recupere de la cartera que se quita del Banco. En función de 
diferentes hipótesis podemos tener costos de capitalización diferentes. 


El Capítulo I del proyecto de ley, referido a la modificación de la Carta Orgánica, principalmente tiene que 
ver con cambios en la redacción dada por la Ley N* 17.596 de 2002. ¿Cuáles son aquellos aspectos 
principales a ser modificados? En primer lugar, se conceden créditos hipotecarios a personas físicas con 
destino a adquisición, refacción y construcción de viviendas. Ahí no hay variaciones. También se habilita a 
personas jurídicas, pero esta habilitación es con garantía total del Ministerio o de otros fondos específicos o 
fondos de ahorro previo que se constituyan a tal fin. El Banco Hipotecario podrá prestar a persona jurídica 
siempre que haya una garantía total de ese préstamo por detrás. 


Un aspecto central es la eliminación de los topes de créditos, que refiere a la derogación de los 3? y 9” de la 
Ley N* 17.596, topes de créditos que se fijaban en 1.500:000.000 de unidades indexadas o hasta un 75% de la 
responsabilidad patrimonial neta del Banco. Otro aspecto, que refiere a la derogación del mandato de 
cancelación de las obligaciones por emisión de títulos, bonos de crédito, etcétera, del Banco Hipotecario 
antes de 2017, es clave para que la institución pueda desarrollarse como tal. En la medida en que el Banco 
busque fondearse a través del mercado de capitales emitiendo diferentes instrumentos financieros, levantar 
esta restricción de cancelar todas las obligaciones antes de 2017 es, obviamente, central para que pueda 
operar normalmente. 


También se incluyen otros tipos de propuestas de modificación, por ejemplo, del criterio de la base 
establecida por el artículo 80 de la Carta Orgánica para los remates que realice el Banco. Asimismo, se 
incluye un artículo que permite constituir un fideicomiso beneficiario BHU que tiene una garantía del 


Ministerio de Economía y Finanzas de forma tal de permitir que brinde liquidez al Banco, pero controlando 
su ratio de morosidad 


Además, se disminuye la cantidad de miembros del Directorio, de cinco a tres, y se propone algún otro tipo 
de consideraciones. 


Esto en cuanto a la reestructura del Banco Hipotecario. 


Ahora paso a comentar todo lo relativo a la Creación de la Agencia Nacional de Vivienda. Voy a leer los 
artículos correspondientes a los fines y cometidos de la Agencia Nacional de Vivienda. Fines de la Agencia: 
Artículo 10 (Fines).- La Agencia tendrá por finalidad el promover y facilitar el acceso a la vivienda, de 
conformidad con el artículo 45 de la Constitución de la República, así como contribuir a la elaboración e 
implementación de las políticas públicas en materia de hábitat urbano, integrando las dimensiones 
económicas, social y medioambiental en su actuación sobre el territorio. Por su parte, los cometidos serán: 
Artículo 11 (Cometidos).- La Agencia tendrá los siguientes cometidos: a) actuará de acuerdo con las 
directrices emanadas del Plan Quinquenal de Vivienda, los Planes de Ordenamiento Territorial y las 
directivas del Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente (MVOTMA), en virtud de 
lo dispuesto en la presente ley; b) asimismo, administrará activos provenientes de créditos que le sean 
transferidos con esa finalidad, en cumplimiento de directivas del Ministerio de Vivienda, Ordenamiento 
Territorial y Medio Ambiente. ¿Por qué se separan estos dos cometidos? El primer cometido refiere 
estrictamente a lo que concebimos como Agencia Nacional de Vivienda, como el brazo ejecutor de las 
políticas del Ministerio. Será un servicio descentralizado que operará en un marco general que definan las 
políticas del Ministerio y los planes de ordenamiento territorial de los Gobiernos departamentales. 


El segundo cometido está concebido como consecuencia de la reestructura del Banco Hipotecario. La cartera 
problemática que se retira del Banco será gestionada por la Agencia. Por ello, se diferencian estos dos 
cometidos; uno es central y otro es concebido como consecuencia de la reestructura del Banco. 


Ahora voy a exponer sobre las tres áreas principales en que trabajará la Agencia. Habrá un área de Programas 
Habitacionales, y en ese sentido el propósito será ejecutar programas de vivienda y planes de ordenamiento 
territorial, en acuerdo con instituciones públicas y privadas, para lo cual se brindarán todas las capacidades en 
las tareas de prestar servicios de proyectación, dirección, control y certificación de programas y proyectos 
inmobiliarios, incorporando las dimensiones económicas y sociales. Para ello, podrá, estará en sus 
atribuciones, convenir entre diferentes instituciones públicas y privadas. La actual área de arquitectura del 
Banco Hipotecario pasa casi completamente a la Agencia. La Agencia contará con las capacidades de los 
funcionarios del Banco Hipotecario que trabajan en esa área, apoyará en instrumentación y ejecución de los 
programas de vivienda que defina el Ministerio, con apoyo de esta Cartera. También prevemos que en esta 
área haya un apoyo a los Gobiernos departamentales en lo que refiere al desarrollo y gestión de 
emprendimientos urbanos -dando una dimensión más amplia al programa habitacional, que obviamente tiene 
su dimensión, no solo arquitectónica y edilicia, sino también desde el punto de vista económico y social-, 
constituyéndose así en una unidad especializada en la ejecución de estos programas. 


Hay otra área, que denominamos Financiamiento y Mercado Inmobiliario. Entendemos que esta área tendrá 
dos tareas que se relacionan y a veces se confunden entre sí. Por un lado, tendrá a su cargo el desarrollo de 
instrumentos financieros, que como señalábamos es parte de la política general del Ministerio para impulsar 
la recreación del mercado hipotecario, que fundamentalmente -y estaba en las atribuciones de la ley- tendrá 
como cometido crear y gestionar seguros de créditos hipotecarios, fondos de garantías, garantías financieras, 
para apoyar el desarrollo del mercado y el acceso al crédito de personas que hoy se ven impedidas. 


Por otro lado, la Agencia tendrá la posibilidad de operar en el mercado inmobiliario, en el marco que defina 
el Ministerio, actuando y participando junto con privados en emprendimientos de vivienda social o en la 
compraventa de inmuebles que le permitan lograr mejor los cometidos de la política de vivienda. En 
particular, la Agencia se hará de inmuebles del Banco Hipotecario, terrenos y viviendas. El manejo de esos 
inmuebles será parte central de esta área, dentro del marco general de la política definida por el Ministerio. 


Por último, está la administración de activos a que hacíamos referencia, que resulta de la reestructura del 
Banco Hipotecario, para lo cual a la Agencia se la habilita, en la medida que la mayoría de los activos salen a 
través de fideicomisos financieros de oferta pública, a ser un gestor de esos fideicomisos, un agente fiduciario 


de fideicomisos financieros y a participar en cualquiera de las funciones que comprenden los fideicomisos. 
Esta es el área de gestión de carteras. 


A grandes rasgos esta es la presentación de la Agencia en cuanto a fines, cometidos y áreas de trabajo. 


El patrimonio de la agencia que se propone constituir a través de este proyecto lo constituyen activos 
transferidos desde el Banco Hipotecario, los inmuebles. Habrá un aporte en efectivo de $ 500:000.000 que 
cubrirá los costos salariales anuales de todos los funcionarios que provengan del Banco Hipotecario y un 
aporte inicial efectivo de $ 100:000.000 para constituir la garantía exigida por el Banco Central del Uruguay 
a los agentes fiduciarios de fideicomisos financieros. Esto representa un 0,5% del total del valor de la cartera 
que se retiraría del Banco Hipotecario y pasaría a administrar la Agencia en calidad de fiduciario de un 
fideicomiso financiero, cuyo beneficiario será el Ministerio de Economía y Finanzas. 


¿De dónde provendrán los funcionarios de la Agencia Nacional de Vivienda? Del Banco Hipotecario. Serán 
aquellos que no quedarán trabajando en el Banco Hipotecario por diferentes motivos, porque primero hay 
algunas actividades que se cumplirán en la Agencia y dejará de cumplir el Banco, en un proceso de selección 
que estamos empezando a delinear y terminar de definir en un diálogo con AEBU. Los funcionarios que 
provienen del Banco Hipotecario van a mantener las remuneraciones y sus beneficios y la calidad de 
funcionarios de la banca oficial. Esto significa que siguen aportando a la Caja Bancaria y que se van a regir 
por los convenios de la banca oficial. 


Además, se flexibiliza el pase en comisión previsto en el régimen general. En la medida en que quizás no 
todos los funcionarios que provengan del Banco Hipotecario vayan a trabajar efectivamente en la Agencia, el 
proyecto de ley prevé que aquellos que no sean seleccionados para trabajar en la Agencia, pero que son de la 
Agencia, puedan trabajar en otras áreas del Estado, para lo cual se flexibiliza el pase en comisión. Es decir, se 
establece algún tipo de excepciones que permiten que esos funcionarios puedan ser pedidos por otras 
instituciones del Estado. 


El personal nuevo de la Agencia entraría con un régimen propio de la Agencia. En principio, en su gran 
mayoría va a estar constituido por personal del Banco Hipotecario. Hay algunas funciones que competen a la 
Agencia para las que, en principio, no detectamos formación técnica en el personal actual del Banco 
Hipotecario. Pero, en todo caso, son pocos y se trata de funcionarios con alta formación técnica. 


Pasemos a describir sucintamente de qué se trata la ejecución simplificada del crédito hipotecario para 
vivienda que está planteado en el tercer capítulo de la ley. 


Este es un régimen claro. Asimismo, es pertinente aclarar que solo va a estar vigente para aquellos créditos 
concedidos a partir de la aprobación de la ley. El Banco Hipotecario va a mantener su privilegio de la 
ejecución extrajudicial para los créditos que ya fueron concedidos en el pasado. Además, con respecto a la 
cartera del Banco Hipotecario que vaya a ser administrada por la Agencia, se transfiere a la Agencia la 
potestad o privilegio de gestionarlos con el mecanismo de ejecución extrajudicial. 


Este es un régimen de ejecución que rige a partir de la aprobación de la ley de los nuevos créditos concedidos 
por todas las instituciones de intermediación financiera y/o fideicomisos financieros que se constituyan con el 
fin de financiar la vivienda. 


El objetivo de este régimen -como mencionamos anteriormente- es abaratar los costos de ejecución, 
obviamente sin perder las garantías necesarias de un proceso de ejecución. Además, este régimen va a ser 
utilizado por la banca pública y por la privada. En el futuro, el Banco Hipotecario no va a poder hacer uso del 
privilegio de la ejecución extrajudicial. Es un régimen mixto que tiene una etapa judicial en la intimación, 
solicitud de remate y defensas, y otra extrajudicial en la etapa de remate y cobro que, fundamentalmente, se 
basa en lo que hoy es la parte de remate y cobro del proceso de ejecución extrajudicial que hoy tiene el 
Banco Hipotecario. 


¿Qué principios rectores tiene este nuevo régimen? En la etapa judicial, da mayor transparencia a los actos 
iniciales, en la etapa de intimación y demanda. Hay una concentración de los actos y hay muy pocos retoques 
a las garantías y defensas. En la etapa de remate, en la etapa extrajudicial, pone en el centro al rematador y al 
escribano del acreedor, hay una regulación más precisa y establece más concretamente las responsabilidades. 
A su vez, también se establecen topes máximos a los honorarios profesionales. 


En base a algunos estudios que hemos hecho de ejecución de créditos hipotecarios a partir de 2002, somos 
conscientes de que se comenzaron en un momento muy particular del país. Contrastando el actual proceso de 
ejecución de créditos hipotecarios de que hace uso la banca privada con este nuevo régimen que se propone, 
al menos se estarían acortando los plazos en un 35%. Entendemos que esta estimación es conservadora. En 
teoría, este nuevo proceso de ejecución simplificada llevaría ocho meses, sin oposición de defensas, unos 
diecisiete meses con una primera instancia de oposición de defensas y con una segunda instancia, 
veinticuatro meses. Actualmente, en promedio, de acuerdo con este trabajo que ha recogido muy buena 
información de todos los procesos de ejecución de los créditos hipotecarios, está dando un promedio de 
cuarenta meses. 


Esta es la presentación general del proyecto en los tres capítulos que refieren a la reforma de la Carta 
Orgánica del Banco Hipotecario, a la creación de la Agencia y a la creación del proceso de ejecución de 
garantías. 


SEÑOR ALONSO.- Es un gusto tener la presencia del señor Ministro de Vivienda, del Directorio del 
Banco Hipotecario, del señor Subsecretario de Economía y Finanzas para tratar un tema que tiene una 
relevancia muy importante en el sector de la vivienda y que afecta directamente a los hogares y a los 
ciudadanos de nuestro país. 


Sin perjuicio de tener algunos comentarios para hacer, dado que habría algún ángulo desde el punto de vista 
de la conveniencia sobre el que sería bueno tener la opinión de los representantes políticos que están 
participando de esta reunión en el día de hoy, quisiera hacer una pregunta puntual con respecto a la 
presentación. 


En la operación de capitalización, según entendí, se habla de una depuración de activos y de pasivos, y se 
trata de separar en porcentajes del 40% y 60% más o menos. Me queda claro que cuando se habla de esa 
separación, parte va a la nueva institución que se crea que es la Agencia. La pregunta es: ¿van todos ellos, 
tanto los pasivos como los activos? No me quedó clara la operación. Está bien definido el tipo de crédito que 
se quiere que se mantenga en manos del Banco Hipotecario -lo cual resulta razonable- y el tipo de pasivos - 
que también lo es-, aunque parte de ellos pasan a la Agencia, por lo que quisiera tener más información al 
respecto. 


SEÑOR BORSARI BRENNA.- Quiero hacer una pequeña puntualización antes de formular alguna 
pregunta. En la exposición de los representantes del Poder Ejecutivo se dijo que en las últimas décadas 
se fueron acumulando deudas en el Banco Hipotecario del Uruguay. En aras de clarificar y de no poner 
a todas las Administraciones en una misma bolsa, debo decir que en el período en que el Partido 
Nacional fue gobierno no solo no se acumularon deudas sino que se sanearon la administración y las 
cuentas del Banco Hipotecario del Uruguay mediante la realización de una "operación verdad", 
habiéndose recuperado la salud financiera y económica del Banco, habiéndose restituido todas las 
líneas de crédito y habiéndose disminuido la morosidad. 


En cuanto a las reformas previstas, queremos preguntar sobre la morosidad, que, según se ha dicho, ha 
aumentado de un 70% a un 83% aproximadamente. En verdad, nos ha impactado la cifra, aun cuando la 
vimos en la prensa en días anteriores. ¿Qué criterios se modificaron -según se ha dicho recién- para la 
ponderación de la morosidad? Por ejemplo, una persona que refinanció su deuda y está cumpliendo 
efectivamente, ¿es considerada morosa? Me parece que esta cifra tan alta causa un daño tremendo a la 
institución, pero según los criterios que se tomen para calcularla puede ser mayor o menor. 


Me preocupa saber si el proyecto de ley respeta "in totum" la autonomía del Banco Hipotecario que está 
consagrada constitucionalmente. Creo que se debe cuidar la autonomía de este ente autónomo que, repito, 
está consagrada en la Constitución. 


Respecto de la Agencia Nacional de Vivienda, no nos queda claro cuál es específicamente su cometido. Es 
decir: habiendo un Banco Hipotecario por un lado y un Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y 
Medio Ambiente por otro que rige las políticas generales de vivienda, no entendemos muy bien la creación de 
un nuevo organismo a los efectos de ejecutar las políticas que definiría el Ministerio. No entendemos a qué 
apunta la creación de la Agencia. ¿Qué quiere decir específicamente ejecutar? ¿Construir edificios? 


¿Establecer sociedades con particulares a los efectos de la construcción? ¿Brindar elementos financieros a los 
efectos de que otros construyan? Pido un panorama para ver cuál es el alcance de esa Agencia, que no me 
quedó muy claro. 


SEÑOR SALSAMENDI.- Mi pregunta va más o menos en la misma línea del señor Diputado Borsari 
Brenna, independientemente de este deslinde sobre ese oasis que aparentemente hubo en el período en 


que él estuvo en el Banco Hipotecario. Se ve que hubo un antes y un después. 


(Diálogos) 


En primer lugar, quiero hacer una pregunta concreta. Más allá de todo lo que se ha explicado, que ha 
sido exhaustivo -también están las versiones taquigráficas del Senado, donde esto ha sido largamente 
planteado-, en opinión de ustedes y apelando incluso a la independencia del Banco Hipotecario del Uruguay - 
adelanto mi opinión en el sentido de que en absoluto está rozada en este proyecto, como no podía ser de otro 
modo-, ¿qué pasaría si este proyecto o algo similar no se aprobara? ¿Qué pasaría con el Banco? ¿Qué está 
pasando hoy, más allá de todos los números, y qué ocurriría si no hay una solución más o menos inmediata a 
este aspecto? 


En segundo término, con respecto a la autonomía del Banco Hipotecario del Uruguay, mi pregunta concreta - 
perdonen la falta de tecnicismo, pero quiero hacerla bien específica- es si con la creación de la Agencia 
Nacional de Vivienda no podría ocurrir que tuviéramos un Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial 
y Medio Ambiente y un Banco que fueran una cáscara vacía. En realidad, estoy trasmitiendo preguntas que 
en estos días han surgido desde diversos lugares. 


Finalmente, ¿por qué se propone una modificación en el actual proceso de ejecución, más allá de los tiempos, 
etcétera? ¿Qué problemas específicos existen en la operativa del Banco Hipotecario del Uruguay? Si mal no 
entendí esto es aplicable a otras instituciones que eventualmente actúen en el mercado de crédito hipotecario. 
Más allá de que reconozco la absoluta obviedad de la pregunta, nunca me gusta dejar pasar nada de aquello 
que se considera obvio, porque después las obviedades traen obvias discusiones. Por lo tanto, quisiera saber 
cuáles son los problemas concretos que se pretende atacar con la modificación del proceso de ejecución tal 
como viene en el proyecto. 


SEÑOR BERNINI.- Me ha quedado clara la presentación, los conceptos generales y políticos. Ahora 
me gustaría entrar más a la cancha, y que conste en actas información que me parece debemos 
traducir con la mayor simplicidad posible. Mis preguntas van dirigidas a esto. 


Quisiera saber a cuánto asciende la pérdida acumulada del Banco Hipotecario en los últimos años. ¿Estoy 
equivocado si hablo de US$ 2.000:000.000? Además, me gustaría conocer con qué nivel de morosidad asume 
el nuevo Directorio. Por otra parte, ¿cuál es la realidad respecto a la información imprescindible dentro del 
Banco Hipotecario ya sea en el valor de las hipotecas, en sus registros o en los aspectos jurídicos y 
notariales? Me parece que esta es una información importante en la medida en que, como Diputado, pasan 
muchos ciudadanos por aquí planteando situaciones prácticamente inentendibles sobre su realidad. Cuando 
hablo de ciudadanos me refiero no solo a la persona en forma individual sino también a los complejos 
habitacionales, es decir, miles de personas. Estos son datos de la realidad extremadamente importantes que 
sirven para tener claro cuál es el punto de arranque y comprender los mecanismos o herramientas que estaría 
creando este proyecto de ley a los efectos de que se cumpla con el objetivo que en materia de vivienda 
cualquier institución del Estado tiene que llevar adelante. Este objetivo es, fundamentalmente, llegar a dar 
créditos hipotecarios sólidos, con retorno, con políticas de subsidios y, por otra parte, construcción de 
vivienda social dentro de toda la gama de modalidades que existan. 


Tengo claro que este Banco quebró varias veces y que, en definitiva, si sigue abierto es porque es del Estado, 
porque este es el accionista. Este es un dato de la realidad muy importante porque no estamos hablando en un 
laboratorio construyendo empresas o herramientas financieras nuevas sino que debemos asumir que estas 
herramientas que se crean son, precisamente, a partir de una realidad que, como dice el poeta, no tiene 
remedio. 


Entonces, me gustaría saber cuál es el monto de la pérdida acumulada y cuál era el índice de morosidad hace 
dos años. Asimismo, quisiera conocer cuál es la realidad administrativa. Ustedes dijeron que están creando un 


sistema operativo y desearía saber cuál es la realidad que encontraron en ese sentido en materia de 
información cierta, verídica y real como para poder trabajar adecuadamente. 


SEÑOR ALONSO.- Comparto parte de la inquietud del señor Diputado Salsamendi, pero tengo la 
misma duda, aunque quizás más parcializada. 


Entiendo que la propuesta está bien inspirada respecto a depurar las actividades del Banco Hipotecario y 
focalizarla lo más posible al crédito hipotecario. Me parece que es una buena decisión que nosotros, desde 
nuestro Partido, muchas veces hemos manejado: la necesidad de que el Banco sea un banco y que funcione 
como un banco. 


Por supuesto que eso hace que ataque enseguida la inquietud de saber quién se encargará de la parte de 
ejecución que hoy está haciendo el Banco. Ahí surge la propuesta de un instituto nuevo. 


En primera instancia, la duda que me surge es la falta de competencia del Ministerio de Vivienda porque este, 
notoriamente, como integrante del Poder Ejecutivo, tiene como cometido ejecutar las políticas de Estado. 
Entonces, se me presenta esta primera duda: cuál va a ser la función que, en definitiva, va a tener el 
Ministerio de Vivienda porque, de acuerdo al esquema planteado al principio, lo que hace es un diseño de 
políticas y queda ahí. Y nosotros entendemos que el Poder Ejecutivo debe tener la competencia de ejecutar. 
Entonces, la acción administrativa, de ejecución de las políticas de Estado, en el esquema tradicional debería 
estar en manos de la Administración Central. Pero por lo que veo, se dota de una autonomía muy fuerte a esta 
Agencia que se propone. Es un poco la misma inquietud planteada por el señor Diputado Salsamendi. 


SEÑOR MINISTRO DE VIVIENDA, ORDENAMIENTO TERRITORIAL Y MEDIO AMBIENTE.- 
Ya que se ha trabajado de forma conjunta, es bueno que también se colectivicen estas informaciones 
entre todos los señores Representantes. Reitero que se ha trabajado en equipo durante muchos meses 
para elaborar esta propuesta. Créanme que no ha sido fácil; se estuvo trabajando con el Ministerio de 
Economía y Finanzas, con varios de nuestros directos colaboradores del Ministerio de Vivienda, con las 
autoridades del Banco Hipotecario y, también, con representantes de los trabajadores. 


Al respecto quiero manifestar el beneplácito por la información que al comienzo de esta reunión nos hizo 
conocer el señor Presidente de la Comisión en cuanto a la creación de este espacio de diálogo que posibilitará 
que el gremio de trabajadores bancarios, conjuntamente con representantes de nuestros Ministerios y las 
autoridades del Banco Hipotecario, pueda participar en este gran desafío colectivo que significa para todo el 
Uruguay poder dar una muestra clara, nítida y, espero que exitosa, de lo que creo es imprescindible: la 
reestructuración de este Banco -que no es un banco porque no otorga créditos y no cumple las funciones que 
originariamente le fueron asignadas y que están en la esperanza colectiva de tantos compatriotas- y que se 
constituya una entidad con cierto grado de descentralización, pero bajo las directas orientaciones y controles 
que corresponden desde el punto de vista político y de cara a toda la ciudadanía a nuestro Ministerio, que 
aquí estamos representando conjuntamente con varios de nuestros Directores. 


Respecto a la pregunta del señor Diputado Alonso en cuanto a la recapitalización, me parece que el 
economista Polgar es la persona indicada para contestar porque él trabajó codo con codo con buena parte de 
los que estamos aquí sentados. 


SEÑOR POLGAR.- La consulta concreta refiere a la operación de capitalización cuyo monto estaba 
previsto y autorizado en la Rendición de Cuentas ya aprobada. Es una operación que consiste en 
absorber pasivos que son obligaciones que actualmente tiene el Banco Hipotecario, principalmente con 
el Banco de la República. 


(Diálogos) 


La operación de capitalización proyectada tiene el objetivo de dotar de un balance sustentable y sólido al 
Banco Hipotecario. Pretendemos que sea un lugar atractivo para inversores y para que la gente allí no solo 
tenga su cuenta de ahorro previo sino que el Banco Hipotecario se pueda fondear; esto es lo que mira un 
inversor. Pero también los inversores observan el riesgo país, el sistema financiero uruguayo, y allí está el 


balance del Banco Hipotecario que no está contribuyendo a una foto más bella. Esto puede traducirse en 
riesgo país bajo ciertas circunstancias. 


Esos pasivos, no solo por su magnitud sino en algunos casos por su naturaleza, son absorbidos con las 
finalidades anteriormente mencionadas. Entre ellas, el pasivo que mantiene el Banco Hipotecario con el 
Banco de la República, que se originó por la solución de la crisis de 2002. En su momento no fue una 
colocación buscada por el Banco de la República que, además, no solo estranguló un flujo de fondos para el 
Banco Hipotecario -que ha venido honrando esa deuda- sino que impuso un descalce de monedas importante. 
Los activos del Banco Hipotecario son en UR y el pasivo es en dólares, y esa película ya la vimos; es parte de 
los riesgos que deben desaparecer del balance del Banco para lograr una gestión saludable. Esos pasivos se 
retiran y el Banco Hipotecario paga con cartera. Los saldos que todavía quedan en el Banco son US$ 
500.000.000, aunque esto no quiere decir que se vayan a absorber en su totalidad. 


Esos pasivos los asume Rentas Generales, el Gobierno Central -es el corazón de la operación de 
capitalización-, y el Banco Hipotecario paga con activos que están en su poder, que tienen valor económico y 
valor contable y que difieren por las normas prudenciales. Paga con cartera, fundamentalmente morosa y, 
además, problemática porque, dadas sus múltiples funciones, el Banco no solamente tiene problemas por 
haber prestado sino por haberlo hecho bajo ciertas condiciones. Hay problemas de escrituración, hay carteras 
que nacieron con vocación social que tenían que haber sido subsidios pero se hicieron préstamos, y al revés, 
otras fueron subsidiadas cuando se tenía que haber prestado. Eso hace a la segunda pregunta, que no voy a 
responder yo, acerca de cuáles son los contenidos de las nuevas institucionalidades que se crean. 


Entonces, paga con esos activos que son problemáticos, y algunos de ellos, además, morosos. Pasan a ser 
propiedad de Rentas Generales en forma de fideicomiso en su mayor parte, y pasan a ser administradas por 
un organismo especializado en administrar carteras, que no necesariamente tiene criterios bancarios, porque 
no estamos recuperando créditos comunes; son créditos problemáticos en muchos sentidos. 


Los va a administrar la Agencia Nacional de Vivienda, porque administrar en esa magnitud y con esas 
características no es tarea de ningún banco en ningún país. Entonces, le estamos sacando al Banco 
Hipotecario una tarea que no es suya y se la damos a una agencia especializada para analizar caso a caso, con 
criterios de recuperación, sabiendo que es cartera de contenido social y que de la recuperación de parte de esa 
cartera también depende la política de vivienda en el futuro. Hay una diferencia de valor entre los pasivos 
que se retiran y los activos, entre el valor de los activos que transfiere el Banco a estos fideicomisos 
propiedad del Ministerio de Economía y Finanzas como representante de Rentas Generales; y esa diferencia 
de evaluación es la capitalización sobre la cual nos ilustraba Mendive. 


Entonces, la respuesta concreta con un poco más de contexto es que son pasivos de los que se hará cargo 
directamente Rentas Generales. 


SEÑOR MINISTRO DE VIVIENDA, ORDENAMIENTO TERRITORIAL Y MEDIO AMBIENTE.- 
Con respecto a algunas otras consultas, en particular, la formulada por el señor Diputado Borsari 
relacionada con la morosidad, con alguna complementación del señor Diputado Bernini, reitero las 
cifras que manifesté en la primera exposición. En el 2002 el Banco recibió capitalizaciones por US$ 
933:000.000, vendió un fideicomiso del Ministerio de Economía y Finanzas por US$ 140:000.000, 
recibió depósitos de esa cartera por más de US$ 300:000.000 y adquirió deudas con el Banco de la 
República por más de US$ 660:000.000. Algunas de estas cifras son globales y otras un tanto más 
precisas, pero suman US$ 2.033:000.000; si no me equivoco, equivalen aproximadamente a dos 
instalaciones de Botnia. 


De todas maneras, para culminar las consultas que han hecho los señores Diputados, convendría que el 
contador Scarone, Vicepresidente del Banco Hipotecario, también nos ilustrara al respecto. 


SEÑOR SCARONE.- El tema del índice de morosidad, acerca del cual preguntaron varios señores 
Diputados, estuvo presente en la exposición realizada, pero vale la pena hacer algún tipo de precisión. 
El índice de morosidad se calcula como el cociente entre las deudas que tienen menos de dos meses de 
atraso respecto al total de deudas. O sea que tenemos un cociente entre las deudas que están al día con 
respecto al total de créditos que tiene el Banco. 


El elemento principal del que queremos dejar constancia como Directores es que somos conscientes de que la 
morosidad del Banco Hipotecario es muy elevada. Lo ha sido y se ha mantenido de esa manera durante los 
dos años en que estuvimos en el Directorio. Vamos a plantear algunos elementos que explican estos cambios 
que se han producido en los últimos tiempos y ustedes van a entender que son absolutamente lógicos en 
función de cómo se calcula este índice y de cuál ha sido la realidad del Banco en los últimos tiempos. 


Dado que desde el año 2002 el Banco no tiene autorización del Banco Central para dar nuevos créditos, 
necesariamente los que se van saldando, ya sea porque finalizan los 25 años del plazo o porque se cancelan 
por adelantado, hacen que disminuya en igual forma el numerador y el denominador pero el cociente 
aumenta. O sea que préstamos saldados tienden a aumentar la morosidad. 


Por otro lado, el hecho de no dar nuevos préstamos, que necesariamente iban a estar al día porque se supone 
que los estaríamos dando con mejores criterios en cuanto al análisis de sujeto de crédito, también tienden a 
que no se pueda aumentar el numerador en forma adecuada. Entonces, nos manejamos con el stock de 
créditos que venía de años anteriores, y la característica de un banco es que debe renovar permanentemente 
los créditos a medida que se van venciendo. Entonces, la no concesión de nuevos créditos es otro elemento 
que conspira contra el alto valor de morosidad. 


El tercer elemento, que creemos que es el más importante para justificar este incremento de la morosidad que 
se dio entre los meses anteriores y el balance de diciembre es que el Banco está en un permanente proceso de 
mejora de la calidad de su información. Más allá de lo que después puedan plantear al respecto el Presidente 
y el segundo Vicepresidente, puedo decir lo siguiente, deben tener en cuenta que el Banco está inmerso en un 
proceso de mejora de los procedimientos de gestión a través de la instalación de un sistema integral de 
gestión bancaria que comenzó en febrero del año pasado y que esperamos culminar en los próximos meses. 
Entre otras cosas, este sistema integral de gestión bancaria, que se comenzó a licitar en 2004 finalizando el 
proceso en el 2005 y 2006 -se contrató a la empresa Sonda- implicó la incorporación de información que 
estaba en papel a medios magnéticos. De esta manera incorporamos a los medios magnéticos las más de 
sesenta mil hipotecas y treinta mil promesas de compraventa, además de los inmuebles libres que teníamos 
dispersos por todo el Banco. 


Por lo tanto, lo que ahora estamos haciendo es recogiendo mejor información en los estados contables que 
estamos presentando. Por ejemplo, existían deudas que tenían la secuencia de pagos normales, pero tenían 
partidas especiales, o sea acuerdos que se habían formulado por los deudores en años anteriores y que no 
estaban vinculados a la deuda principal; por lo tanto, esas deudas figuraban como si estuvieran al día. Cuando 
se vinculan las partidas especiales con la secuencia normal de pagos, esa deuda está atrasada. Lo mismo pasa 
con cuentas en dólares que estaban en un régimen especial, que tenían partidas sueltas; cuando se vinculan 
luego las partidas sueltas a la deuda principal, aparecen como deuda morosa. 


El sistema de información mejora la presentación de los estados, nos vincula mejor a las normas 
bancocentralistas, pero aumenta la morosidad, porque muestra la real. La morosidad actual es la real, la 
anterior no lo era. 


Hay otro elemento que también es importante. Cuando un crédito tiene más de treinta meses impago está 
totalmente previsionado y no figura dentro de este cociente. Los esfuerzos que hizo el Banco para recuperar 
créditos implicaron muchas veces que ese crédito tuviera menos de treinta meses de atraso, por lo cual 
aparece en el denominador, pero no está al día. O sea que las políticas de recuperación de aquellos créditos 
que estaban fuera de balance y que se incorporan al mismo, también implican un aumento de la morosidad. 


Más allá de otros elementos -que luego podremos acercar a la Comisión en base a los análisis que estamos 
haciendo de todos los rubros de balance que fueron comunicados al Banco Central la semana pasada-, se 
reconoce la alta morosidad. Se considera que es consecuencia de toda una gestión anterior y que ha 
elementos supervinientes últimos que explican este tipo de situación. 


Una última constancia que quiero dejar está relacionada con los criterios de morosidad y cuáles son los 
créditos que caen en morosidad. Este es un tema sobre el que en algún momento vamos a tener que conversar 
con el Banco Central y con la Superintendencia de Instituciones de intermediación financiera, que es la que 
controla todo el sistema financiero y también a la banca oficial. Tiene criterios muy estrictos en materia de 
cuáles créditos son los que caen en morosidad. Evidentemente, no es lo mismo un crédito a seis o doce meses 
que tiene tres o cuatro meses de morosidad, que un crédito a trescientas cuotas -25 años- que tiene cuatro 


meses de morosidad. Este es un tema que tenemos que analizar con la Superintendencia, porque está presente 
en este alto índice de morosidad. 


SEÑOR ORRICO.- A lo que recién acaba de expresar el señor Director -que me parece muy 
importante-, quiero agregar que como el remate se hace con la base de la deuda, en realidad el que más 
debe tiene menos posibilidades de ser rematado que el que debe menos, porque frecuentemente pasa 
que el valor de la deuda sea muy superior al valor del bien en el mercado. Me parece que es importante 
señalar esto. 


SEÑOR SUBSECRETARIO DE ECONOMÍA Y FINANZAS.- Esta cifra del orden del 83% en cuanto 
a la morosidad ha generado tal impacto que ha llevado a que sea un tema sobre el que hay que 
profundizar. 


El señor Ministro Arana hablaba de que en el 2002 se hizo una serie de operaciones vinculadas a 
capitalizaciones y demás. Pero vamos a ser claros: no fueron cosas estrictamente motivadas por la crisis 
financiera concreta del año 2002, sino que fue la expresión final de un largo proceso. Sin ningún ánimo de 
comenzar a analizar de manera puntual la gestión pasada, está claro que si uno mira la historia con un 
horizonte un poquito más largo, verá que a quienes estaban en el Banco Hipotecario - no es necesario ver 
nombres y apellidos- se les estaban pidiendo cosas que solo podían conducir al final al que se llegó. Lo que 
ahora se pretende es no repetir el error, no pedirle a los Directores del Banco Hipotecario que construyan, que 
hagan política social, que ganen plata financieramente, porque son objetivos contradictorios. Lo que 
queremos es generar una institucionalidad, que a uno se le pida que patee el penal, a otro que lo ataje y a otro 
que saque la foto. Cuando se le pedía a una sola persona que hiciera las tres cosas a la vez, el resultado no 
podía ser bueno. Sobre eso me voy a expresar un poco más, cuando me refiera al porqué de la necesidad de 
este reordenamiento institucional. 


Pero quiero decir que en esa perspectiva histórica, los indicadores de morosidad en el Banco Hipotecario - 
que, además, como bien decía el economista Scarone, creo que estaban metodológicamente subestimados- 
siempre fueron el doble o el triple, por ejemplo que los del Banco República que, a su vez, eran cuatro o 
cinco veces más alto que los de la banca privada. O sea que en el problema de la morosidad va más allá de 
los aspectos metodológicos y numéricos -que muy bien explicó el economista Scarone; un banco que deja de 
prestar, haciendo muy bien las cosas, a la larga va a llegar a una morosidad de 100%, porque solamente se 
termina quedando con lo que no va a cobrar-; hay un tema de medición que lleva a que recuperando 
excelentemente todo lo recuperable, termine con lo no recuperable, o sea el 100% de morosidad. Es decir 
que, desde ese punto de vista, hay un aspecto un poco engañoso, que fue bien explicado. 


Yo quiero volver a la perspectiva. Cuando los bancos tenían morosidades del 2%, el Hipotecario tenía 
morosidades del 25%. Reitero; entonces, por más capacitadas que fueran las personas que estuvieran 
dirigiendo la institución, cuando se les pide ejercer funciones y asumir responsabilidades que están en 
conflicto entre sí, difícilmente los resultados puedan ser otros, más allá de consideraciones adicionales que, 
tanto desde el punto de vista político como de otra índole, se pueden realizar. O sea que aquí queremos 
corregir el problema mirando hacia delante, para tener un Banco Hipotecario que opere como tal, es decir, un 
banco dispuesto y capaz de facilitar la financiación de viviendas a los distintos sectores de la población. Si 
seguimos en lo que estamos, obviamente, no vamos en ese sentido; esto necesita un cambio. 


Entonces, la pregunta -creo que un poco multipartidaria, por decirlo de alguna manera- es: ¿esta nueva 
organización que está planteada va en la dirección de racionalizar esto, de mejorarlo, de darle una perspectiva 
diferente? Nosotros estamos convencidos de que sí, pero tratemos de fundamentarlo. 


¿La creación de la agencia de vivienda deja como una cáscara vacía al Ministerio y al Banco Hipotecario? 
Definitivamente no. La agencia de vivienda ni puede ni va a sustituir las responsabilidades políticas que 
tienen el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente encargado de la determinación, 
la definición y la implementación de políticas de vivienda, ordenamiento territorial y medio ambiente, ni 
tampoco va a sustituir el rol de financiador de crédito a la vivienda que tiene el Banco Hipotecario. 


Por lo tanto, queremos al Hipotecario como un banco que funcione con criterios más sanos, con objetivos 
alineados y no en conflicto, porque solo así es razonable pedirle cuentas a alguien. Si a una persona le pido 
que haga lo imposible, después es muy difícil responsabilizarlo por eso. Al asignar funciones razonables, en 


este caso a tres organismos, sí puedo pedirle cuentas a los tres directorios, Presidentes o la autoridad que 
corresponda, de cada organismo. Queremos un Banco Hipotecario que opere como banco, como bien 
planteaba el señor Diputado Alonso, que no mezcle criterios que entran en conflicto al abarcarse el área 
social, operativa, de la construcción, etcétera. ¿Eso quiere decir que el Estado se va a retirar de la función 
social? De ninguna manera; sólo que la función social pasa por determinar apoyos concretos en materia 
operativa y financiera. En materia financiera, en general estas cosas se hacen mediante instrumentos -como 
describía el economista Mendive-, contribuyendo así a la conformación de fondos de garantía, de 
fideicomisos, etcétera, pero también de subsidios; y los subsidios tienen que ser transparentes, tienen que 
estar explicitados en el Presupuesto Nacional y ser votados por el Parlamento, para saber a quién se los dan y 
de dónde provienen los fondos. O sea que el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio 
Ambiente tiene un rol central en la administración de esos subsidios. Al tener subsidios implícitos, en última 
instancia uno no sabe bien a quién está subsidiando -eso pasa cuando, por ejemplo, se subsidia a través de la 
tasa de interés o con criterios que no son explícitos y transparentes-; y normalmente termina subsidiando al 
que no necesita subsidio y eso conspira con la posibilidad de subsidiar a quien sí lo necesita. El Ministerio 
sigue teniendo un rol sustancial en ese sentido 


Entonces, ¿por qué la Agencia? Podemos hacer algunos paralelismos -tirando de los pelos las cosas- con 
otras áreas del Estado. El hecho de que los Ministerios tengan responsabilidades en materia de definición y 
de implementación de políticas no quiere decir que no se ayuden con las herramientas que el ordenamiento 
jurídico uruguayo brinda para cumplir mejor esas funciones y esos objetivos. En lo que refiere al transporte y 
las obras públicas el Ministerio tiene responsabilidades claras en materia de definición de políticas y hace 
cosas concretas en cuanto a la implementación, pero el ordenamiento uruguayo ha permitido que se ayude 
mediante instrumentos como la Corporación Vial, la Corporación Ferroviaria u otro tipo de organismos. El 
Ministerio de Industria, Energía y Minería es responsable de las políticas de energía, pero eso no quiere decir 
que sea el que ande distribuyendo luz; se ayuda con instrumentos como los entes autónomos, que son los que 
proveen servicios de energía. 


Lo que estamos planteando es lo siguiente: ¿es conveniente, es útil que en materia de vivienda, ni más ni 
menos, nos demos una herramienta que contribuya a que el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial 
y Medio Ambiente efectivamente cumpla los objetivos que el legislador y la Constitución le determinan en 
este sentido? Nosotros estamos convencidos de que sí. ¿Eso lo hace autónomo, independiente, autárquico del 
Poder Ejecutivo o del Ministerio de Vivienda? Definitivamente no. En primer lugar, va a tener las mismas 
relaciones jurídico-institucionales que tiene cualquier servicio descentralizado con los respectivos Ministerios 
de referencia que hay en el espectro institucional uruguayo. Además, explícitamente en el proyecto de ley se 
plantea de manera muy fina que los aspectos específicos de formulación y ejecución de políticas -inclusive en 
algunas áreas en las que la preocupación no debería ser tanto la excesiva autonomía sino la excesiva 
dependencia-, los lineamientos y algunos convenios específicos tienen que estar siendo permanentemente 
aprobados por el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente. Por ejemplo, si 
recorremos el artículo 12 vemos que los literales a), b), c) se refieren a ejecutar programas provenientes del 
Ministerio de Vivienda, a formular y ejecutar programas una vez aprobados por este Ministerio, a brindarle 
asistencia técnica para la formulación de las políticas, y a convenir con entidades, etcétera, con la aprobación 
previa del Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente. Aquí no estamos generando 
un monstruo autárquico. 


En cuanto a los demás aspectos relacionados con el artículo 12 y que son atribuciones de la Agencia, uno 
podría preguntarse si es más conveniente que lo haga esta Agencia o directamente el Ministerio de Vivienda, 
Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente. Permítanme sintetizar de qué estamos hablando. Estamos 
hablando de constituir o adquirir sociedades comerciales, de constituir fondos de inversión y fideicomisos, de 
crear y gestionar sistemas de seguro de crédito hipotecario, de gestionar carteras de crédito, de prestar 
servicios de administración y evaluación de inmuebles, o sea, de una serie de herramientas para que tanto el 
sector público como el privado tengan un rol central en la reactivación del crédito hipotecario y en la mejora 
del acceso a la vivienda ¿Es razonable que estas cosas las haga directamente el Ministerio o tener un 
instrumento como la Agencia Nacional de Vivienda que se especialice en realizar este tipo de actividades, de 
la misma manera que se ha hecho en otras áreas del Estado? 


Por ejemplo, el Ministerio de Economía y Finanzas es el único cuotapartista del fondo de recuperación de lo 
que era el Banco de Crédito; sin embargo, no es el Ministerio el que directamente está gestionando esa 
administración de créditos. Lo hace a través del Banco Central que, a su vez, ha especializado un área de 


fondos de recuperación de activos. Lo que quiero decir es que estamos entrando en un terreno de acciones, de 
especificidades y que se requiere flexibilidad en el sentido jurídico, operativo y demás. Sin duda, desde 
nuestra perspectiva sería muy útil contar con una herramienta y que no sea directamente el Ministerio el que 
haga esto, pero siempre sobre la base anterior; es decir, los lineamientos, los criterios, los programas, los 
convenios van a tener siempre la impronta, la aprobación previa o las directrices concretas del Ministerio de 
Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente. Por lo tanto, creemos que esa nueva institucionalidad 
no va a generar burocracia innecesaria; esto no implica vaciar de contenido ningún organismo sino asignar 
funciones adecuadamente para que los responsables sepan qué es lo que se les pide y lo que no se les solicita 
y para que la sociedad pueda pedirles cuentas solo sobre lo que se les pide. Hay que separar 
organizacionalmente, en el marco de una única política, las responsabilidades a nivel del Ministerio de 
Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente, de esta Agencia Nacional de Vivienda que se 
propone, y a nivel de otro ente autónomo, que es el Banco Hipotecario del Uruguay, cuya autonomía no se 
roza de ninguna manera -en eso coincido con el señor Diputado Salsamendi-, al contrario, se garantiza su 
autonomía, si se logran condiciones para que el Banco Hipotecario pueda funcionar; si no, de qué sirve la 
autonomía de un cadáver. Queremos la autonomía de algo que sea útil, de un Banco Hipotecario que preste 
para la vivienda, que administre hipotecas, etcétera. Tener autonomía en un banco que no presta no tiene 
utilidad en sí mismo. Estamos convencidos de que esta separación de roles y la creación de la Agencia, en 
particular, tienen sentido, ya que se asignan correctamente los estímulos y, por lo tanto, también las 
responsabilidades y las rendiciones de cuentas. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tengo la obligación de advertir a los colegas que ya estamos superando el 
límite de la hora de funcionamiento ordinario de la Comisión. Tenemos la facultad de extender el 
horario, si se entiende necesario, pero llamamos la atención y solicitamos brevedad de modo de ir 
redondeando la participación de las autoridades del Poder Ejecutivo. 


SEÑOR SALSAMENDI.- En el marco de toda esta explicación -por demás clara, en mi opinión- ¿cuál 
sería, en el caso del Banco Hipotecario y, de aprobarse la creación de la Agencia Nacional de Vivienda, 
la morosidad esperada o proyectada? 


VARIOS SEÑORES REPRESENTANTES.- El 20%. 
SEÑOR SALSAMENDI- Por lo visto, mi pregunta ya se había contestado. 


En segundo término, en el artículo 21, cuando se refiere a dirección y administración, se establece la 
participación con voz y sin voto en todas las sesiones del Directorio de algunos representantes del Ministerio 
de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente. Concretamente quiero saber -reitero que son 
obviedades absolutas- cuál es el fundamento de este artículo. 


SEÑOR ALONSO.- Simplemente quiero dejar una constancia en función de la intervención del 
Subsecretario de Economía y Finanzas, economista Bergara. 


Entiendo el entusiasmo que les puede inspirar el avance de un proyecto que, repito, compartimos en muchos 
aspectos, pero me sigo afiliando, en una primera lectura, a una duda vinculada con la conveniencia de que la 
Agencia tenga ese carácter tan independiente y autónomo. 


El fundamento que expuso el señor Subsecretario respecto de la separación y asignación de los roles en 
función de lo que notoriamente pasaba con el Banco, que funcionaba como tal, pero también como instituto 
de administración de políticas sociales de vivienda, fue lo que justificó la creación del Ministerio de 
Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente, que surgió a partir de que los gobiernos de turno 
tomaron conciencia de que debían separarse y diferenciarse las funciones, porque coexistían dentro del 
mismo Banco más de un objetivo, y ninguna empresa puede funcionar con objetivos que sean, por lo menos, 
diferentes. Esto justificó la creación del Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente. 
Por eso, en principio, creo que debería ser el mismo Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y 
Medio Ambiente el que se ocupara especificamente de poner en práctica las políticas de vivienda con una 
focalización social. 


Sin perjuicio de ello, acepto que algunos ejemplos que se pusieron fueron buenos y otros no tanto; por 
ejemplo, la desagregación hacia un instituto para que administre la cartera, que es un trabajo a término. 
Preferiría que hubiera una mayor injerencia directa del señor Ministro de Vivienda, Ordenamiento Territorial 
y Medio Ambiente, del actual y del que fuese, respecto del funcionamiento, porque eso, entre otras cosas, 
deriva también en responsabilidades políticas. Todos sabemos que no es lo mismo, para la observancia del 
cumplimiento de la tarea que el Parlamento debe hacer, reclamar a un Ministro que a un Directorio de un 
ente; es distinto, pues nuestro ordenamiento es diferente. Por lo tanto, en un tema tan sensible como la 
aplicación de una política social, que notoriamente es deficitaria e imprescindible en el Uruguay que todos 
queremos, debe existir alguien que responda directamente por las acciones que se tomen. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no hay objeciones, pedimos a nuestros visitantes que redondeen el 
planteamiento general respondiendo las preguntas planteadas de modo de ir finalizando la reunión. 


SEÑOR MINISTRO DE VIVIENDA, ORDENAMIENTO TERRITORIAL Y MEDIO AMBIENTE.- 
Antes de que el doctor Sarlo responda las preguntas vinculadas con las garantías de que la autonomía 
del Banco Hipotecario quede asegurada, la ejecución de los créditos relacionados con las hipotecas y el 
artículo 21 del proyecto y habida cuenta que se debatió con amplitud los aspectos vinculados al 
Ministerio y la creación de la Agencia Nacional de Vivienda, pediría que se conceda la palabra al 
arquitecto Gonzalo Altamirano, quien está a cargo de la Dirección Nacional de Vivienda, intervención 
que eventualmente complementará nuestro Director General de Secretaría. 


SEÑOR ALTAMIRANO.- Quiero complementar la respuesta del Subsecretario Bergara, porque tal 
vez falte contestar sobre algunos aspectos. 


El señor Diputado Borsari Brenna preguntó qué ejecutaría esa Agencia, qué haría y qué significa ejecutar. Por 
su parte, el señor Diputado Salsamendi preguntó si quedarían cáscaras vacías, qué quedaría en uno y en otro 
organismo, cuáles serían sus funciones, preguntas que también tienen que ver con los planteamientos del 
señor Diputado Alonso. Es decir, se preguntó acerca de las competencias del Ministerio, del Poder Ejecutivo, 
en cada una de estas funciones. 


Creo que en este caso siempre existe un principio de realidad, que siempre está presente y es la situación que 
tenemos: un Ministerio, que actualmente tiene todas las potestades, y un Banco Hipotecario que repite todas 
las potestades, es decir, tiene funciones de ejecución. Cuando se creó el Ministerio el Estado vuelve a 
contratar funcionarios y da pases en comisión desde el Banco Hipotecario, pero reitera una tarea en dos 
organismos, que dividen el mercado: un organismo se dedica al mercado de ingresos menores a tantas 
unidades reajustables y el otro organismo se dedicaba a los sectores de mayores ingresos, cuando podía 
prestar y fomentaba la construcción, y aún hoy está terminando obras. 


A nivel internacional, este ejemplo de una tarea estratégica, otra de ejecución y una de financiación de las 
políticas de vivienda, se da en muchos países. Voy a hacer una simple reseña de lo que pasó en nuestro país. 
En 1912 el Banco pasa al Estado; en 1915 se convierte en prestamista para viviendas sociales y obreras; en 
1921 se aprueba la Ley de Serrato con el derecho a la vivienda; en 1934 se fijan los criterios de préstamos, se 
establece cuánto se podrá afectar de los ingresos; en 1937 se crea INVE dentro del Ministerio de Transporte y 
Obras Públicas y la Dirección Nacional de Vivienda con la tarea de ejecutar la obra pública de vivienda. 
Después INVE pasa al Banco Hipotecario, luego el ente toma el Fondo Nacional de Vivienda, por el que le 
ingresa una cantidad de recursos, hasta que se crea el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y 
Medio Ambiente, se le quita el Fondo Nacional de Vivienda al Banco, que pasa al Ministerio. Como 
consecuencia de ello, el Banco Hipotecario queda con enormes problemas por haberle quitado el flujo 
constante de ingresos. Es decir, hemos pasado por todas estas películas. Puede haber mayor o menor 
discusión en la oportunidad y necesidad de cuáles serían los instrumentos más oportunos para aplicar en cada 
ocasión. 


Creo que la propuesta está muy planteada en base a ese principio de realidad que vivimos. No hay política 
habitacional que no esté basada en el crédito, o la que existe se da a través de un subsidio total a las 
poblaciones. Como la vivienda digna tiene un valor muy elevado, siempre debe estar relacionada con los 
mercados financieros de crédito, ya sea público o privado, porque de lo contrario, se obliga a dar a la política 
de vivienda un subsidio total, o una solución habitacional o un producto mínimo, indecoroso, como es la 


situación que se ha generado en los últimos años en nuestro país, porque es la única alternativa para los 
sectores que no tienen posibilidad de tomar los créditos, menos cuando no los hay. Entonces, acorralan a las 
políticas de vivienda para que den respuestas cuantitativas a una demanda con productos mínimos, indignos, 
insuficientes. Esta es la situación que estamos viviendo. O sea, el primer problema es que no hay crédito en el 
país. Como decía el economista Mendive, se otorga un crédito al 10% de la población. Quiere decir que, 
teniendo un banco, el principio básico es la necesidad de la palanca pública de otorgar créditos para 
desarrollar cualquier política; si no, vamos a quedar restringidos a una estructura de la política pública en 
viviendas que no va a contemplar las necesidades de la población, o si las contempla, van a ser totalmente 
insatisfactorias en relación con la demanda. 


Entonces, el primer tema es que tiene que haber crédito en este país. Para eso, el Banco Hipotecario es 
fundamental. Estamos haciendo una apuesta para que haya un banco público. Este es el primer tema que 
podría ser discutible. Uno podría decir: "Bueno, nos recostamos a través de distintos mecanismos en la banca 
privada y que esta preste, nosotros subsidiamos, hacemos población sujeto de crédito. Se puede 
confeccionar". Acá hay una apuesta muy importante que no solo está hecha en el sentido de que queremos 
salvar al banco porque tiene más de cien años y 970 funcionarios. Acá hay una apuesta del Estado; se va a 
dejar un banco, pero no por salvar una institución sino porque va a ser un instrumento de las políticas 
públicas. Para ello, es necesaria la reestructura y redefinir su rol. Bien, el rol de préstamo, el rol de desarrollo 
del mercado hipotecario pasa por esta reestructuración. Hoy lo vemos. Hoy hay productos hipotecarios de la 
banca privada que se empiezan a posicionar porque saben que el Banco Hipotecario va a actuar y creen que 
habrá reestructura y que el Banco va a poder prestar. 


El segundo tema es discutir la pertinencia o no del papel del Ministerio y la acumulación de errores. Tal 
como los tenía el Banco Hipotecario, el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente 
se creó con otra acumulación de errores que es bastante discutible. En realidad, el planteo que estamos 
haciendo es que el Ministerio tenga la capacidad estratégica de la definición de las políticas, fije el plan 
quinquenal, maneje los recursos. Acá hay un tema clave. La Agencia va a estar mandatada en función de ese 
plan quinquenal a desarrollar lo que el Ministerio determine. Los recursos del Fondo Nacional de Vivienda 
son administrados por el Ministerio; por lo tanto, también el otorgamiento de los subsidios, pieza clave en la 
oposición de intereses: quien construye no otorga subsidios y quien presta no tiene subsidios ocultos. Si el 
Banco y el Ministerio acuerdan otorgar subsidios, tienen que ser con convenios explícitos y claros. Entonces, 
el papel que va a jugar el Ministerio tiene una nueva definición, que es determinar las políticas y estrategias, 
cuáles son los programas y quienes son sujetos de subsidio, y otorgarlos. 


¿Qué va a ejecutar la Agencia? Tiene dos papeles fundamentales. Va a ejecutar lo que es la tarea propia de 
ejecución que hoy está multiplicada. Es decir, el desarrollo de la obra; todas las tareas que son inherentes a 
que se construya; todo el tema de certificación de esa obra; es decir, desde que se define un programa, todos 
los procesos que implican su construcción física y todo lo que eso determina, que hoy lo desarrolla el Banco 
Hipotecario pero también el Ministerio. Tenemos esa duplicación. 


Por otro lado, va a tener una tarea básica que solo hoy la podemos centrar en la Agencia, que es desarrollar 
ese mercado hipotecario. Este país es muy particular. Los mercados hipotecarios deben ser de los más 
grandes del mundo. Por distintas situaciones, estamos atravesando una crisis y nos va a costar muchos años 
salir de ella. No digo que fue generada en el año 2002, sino por el sistema desde el punto de vista conceptual. 
Por eso, se da la inhibición del crédito hipotecario y del sector privado de introducirse en el otorgamiento de 
créditos, sobre todo a sectores medios que tienen capacidad de pago. 


Entonces, va a tener la tarea fundamental de generar una batería de instrumentos financieros que desarrollen 
ese mercado. Hoy, en la ley, estamos generando la ejecución simplificada, no solo por todos los procesos que 
implican que el Banco no tenga ese instrumento, que viene de su mirada monopólica en lo hipotecario, que 
era la ejecución extrajudicial, sino sobre todo en la mirada del crédito hipotecario, porque defiende la 
garantía, dado que no la deteriora tanto el proceso de ejecución, que es de cuatro años. Por lo tanto, el crédito 
va a estar beneficiado y va a tener menores riesgos. Eso cuesta tasas. Es mucho recurso. Pero está en la ley. 


Por otro lado, deberá desarrollar una cantidad de tareas que no pueden llevar adelante específicamente la 
banca privada o el propio Banco Hipotecario, porque va a competir con su "know how" y su desarrollo de 
conocimiento que la población le va a prestar. Es algo que no lo tiene hoy la banca pública, en cuanto a su 
desarrollo en los largos plazos, y hoy la banca privada no presta; hay una cantidad de instrumentos como el 


seguro hipotecario y temas que garanticen y actúen sobre las imperfecciones y las restricciones que tiene el 
mercado. Para que ustedes tengan una idea, hoy el mercado tiene varias restricciones, pero una es de 
localización, obviamente. El mercado hipotecario solo presta en la costa, donde pueda revender fácilmente. 
Tiene la restricción de que hoy está prestando el 70% del valor, o sea que hay un 30% que tienen que poner 
las personas. Hagan cualquier cuenta: de los US$ 30:000 que puede costar una vivienda media baja en 
nuestro país, hay US$ 10.000 que deberían tener las personas para poder acceder a un crédito. Y, además, la 
restricción de ingresos: tienen que ganar más de US$ 1.000, etcétera. 


Entonces, nosotros necesitamos instrumentos que permitan que ese mercado se desarrolle y que los pueda 
tener para que funcionen como una palanca y que otros recursos se pongan a prestar porque, de lo contrario, 
la gente no accede. Y si no accede, no hay política que se pueda desarrollar. Nosotros no podemos seguir con 
subsidios de frente, de pagar toda la vivienda y que nos paguen dos U.R. a cinco años, como es la política de 
hoy con el Núcleo Básico Evolutivo en la periferia. Eso no es una política habitacional. Y es la que estamos 
haciendo porque la heredamos y hay 7.000 viviendas en construcción en esta lógica. Pero no hay forma de 
tener una política sustentable si no reestructuramos el sistema, si no damos garantías a que otros recursos se 
conjuguen con los recursos públicos para que otros sectores puedan acceder. Esto pasa por el crédito y por 
este sistema nuevo. 


Cada uno de nosotros que estamos en la tarea política puede medir qué alternativas había y qué alternativas 
hay. Esto tiene el principio de realidad de tener un banco, de tener 970 funcionarios, de tener el "know how" 
importante de conocer la función de la tarea que hoy se está reestructurando y se salvan todos los elementos: 
los funcionarios no pierden sus derechos, siguen desarrollando sus tareas, tienen un ámbito específico para 
desarrollarlas, el Banco tiene la posibilidad de existir y ser como el ave fénix y volver a un mercado de 
crédito, y la posibilidad de desarrollar una política pública de vivienda con préstamo, con subsidio y con 
ahorro de esfuerzo propio, que es la base de cualquier política pública. 


Estas son las razones de por qué entendemos que es pertinente desarrollar hoy esta estructura. 


SEÑOR MINISTRO DE VIVIENDA, ORDENAMIENTO TERRITORIAL Y MEDIO AMBIENTE.- 
Es una ley que, de concretarse, va a significar mucha cosa para el futuro de los compatriotas y para el 
sistema político en general. En consecuencia, quedan pendientes algunas preguntas que va a contestar 
el doctor Sarlo, pero para completar esta discusión específica que es muy medular, me gustaría que 
nuestro colaborador Pedro Apezteguía pueda hacer uso de la palabra. 


SEÑOR APEZTEGUÍA.- El señor Diputado Bernini preguntaba qué pasaría si este proyecto no se 
aprobara, y quiero contextualizar la respuesta. 


El arquitecto Altamirano recién recorría la historia del sistema público de vivienda y si ustedes la releen -está 
en los documentos- podrán ver que aquí nadie separó una institución. Cuando se creó una nueva, se creó una 
nueva institución, con nuevos funcionarios, con nuevos locales, con nuevos cometidos superpuestos a los 
cometidos de otros, pero nadie asumió el desafío que implica este proyecto de ley, que es redefinir y aclarar 
los roles y, además, hacerlo con la misma "burocracia" -entre comillas- que tenemos. Esa operación es inédita 
en este país; la creación de un servicio descentralizado a partir de otro no tiene antecedentes. El proyecto de 
ley no logra reflejar la magnitud de la tarea que nos espera cuando sea finalmente aprobado. 


¿Qué pasa si este proyecto no se aprueba? De alguna manera, casi jugando con la aritmética, el economista 
Bergara decía que nos va a quedar un Banco Hipotecario que irá cobrando todo lo que pueda. Hay una ley 
vigente que establece que al 2017 debe pagar todo lo que debe y que, además, no se puede endeudar más allá 
de ese año. Dejando de lado lo que puedan ser normas de Basilea, opiniones de la Superintendencia del 
Banco Central, un Banco Hipotecario que tiene que prestar a 25 años pero no puede tomar fondos a largo 
plazo y que lo único que hace es cobrar su cartera y no dar nuevos préstamos, llámenle como quieran: se 
derrite, se fagocita. En el 2017, con las condiciones actuales, seguro que no tenemos Banco. De acá a ese 
año, lo que es seguro es que este Banco va a requerir muchísimas más asistencias financieras para seguir 
pagando sueldos y costos operativos, y esta discusión la vamos a tener por mucho tiempo pero sin reconstruir 
el sistema de crédito hipotecario. Es una imagen muy fea que en este país ni el Estado está en condiciones de 
prestar con crédito hipotecario. No habrá banca privada prestando si ni siquiera el Estado lo hace. En 
definitiva, eso fue lo que se decidió en el 2002: que este país no iba a asumir el riesgo de prestar a la 
población para que compre su vivienda, y ese año dictó una ley que puso una partida de defunción anticipada 


al 2017 al Banco Hipotecario. Pero yo creo que es más grave; pienso que este Banco no llega al 2017 porque 
si las decisiones políticas no se toman rápidamente se necesitaría un esfuerzo descomunal para algo muy 
pequeñito. Alguien se podría preguntar: ¿todo este esfuerzo para prestar US$ 25:000.000? Todos hemos 
escuchado al Presidente del Banco de la República decir: "Vamos a sacar una línea de crédito para el sector 
tal, con veinte, treinta o cincuenta millones de dólares". Estas son las magnitudes de un banco público. 
Estamos haciendo este esfuerzo para un banco que tenía el objetivo de prestar US$ 18:000.000 en 2007, US$ 
25:000.000 en 2008 y progresivamente pudiera ir mejorando. O sea que estamos en una gran operación para 
algo muy pequeño. Nosotros creemos y estamos convencidos de que, si no tomamos rápidas resoluciones 
sobre este tema desde el punto de vista de las posibilidades de reconstruir un banco, estamos en el borde. 


Además, tenemos otros problemas. Acá hay 970 funcionarios que están esperando qué resuelve el sistema 
político y -permítaseme esta digresión- lo están haciendo con esquizofrenia. Algunos quieren que esto se 
resuelva rápido; otros tienen la esperanza de que esto no se resuelva para poder seguir trabajando en un banco 
que no es un banco. Y este banco que no es un banco ya tiene escrito su destino. Hay documentos que el país 
suscribió con organismos internacionales en los que dijo: "No se preocupen más: el Banco Hipotecario no es 
más una institución financiera". Realmente, es una caja que recauda lo que puede -ya se dijo- y no presta a 
nadie. 


Este proyecto de ley recoge exactamente el acuerdo que el 3 de julio de 2006 se firmó con la Asociación de 
Empleados Bancarios del Uruguay. Es más: para no tener discusiones recogimos en el articulado una 
situación que ningún trabajador de este país tiene. Trabajadores que son bancarios van a ir a trabajar a algo 
que no es un banco y van a seguir siendo bancarios; van a tener la jubilación de bancarios, van a tener los 
beneficios de bancarios pero, además, salen de un banco fundido a una agencia y van a conservar su trabajo. 
Eso es lo que establece el proyecto y es una referencia importante, pero tenemos problemas allí y es bueno 
decirlo. Los funcionarios no saben si el sistema político se va a animar a una reforma de esta magnitud y de 
alguna manera están esperando a ver cuáles son los mensajes. 


Tenemos una fuerte urgencia no solo desde el punto de vista financiero sino también de los mensajes. Hoy 
debemos tener a funcionarios del Banco Hipotecario en conflicto y discutiendo por qué no se llenan las 
vacantes, por qué no se regularizan los contratados, por qué -en este país que está discutiendo sobre el seguro 
de salud- en lugar de cobrarle el 0,75% del sueldo se les cobra el 2%, que fue lo que dispuso el Directorio del 
Banco para poder equilibrar minimamente los ingresos y los egresos de la clínica médica. Estamos locos los 
que estamos discutiendo. Los funcionarios del Banco hoy no son conscientes de la gravedad de la situación y 
particularmente en estos días están poniendo en peligro que este Banco pueda seguir con la "operación 
verdad" -porque esta es una gran "operación verdad"- pero, seguro, el día en que la "operación verdad" lo 
deje con patrimonio negativo, con 100% de morosidad, será una profecía autocumplida, se destruyó, 
desapareció, derritió el valor. Quizás haya muchos uruguayos que no pagan que queden contentos, pero 
estamos seguros de que si este proyecto no se aprueba, los uruguayos que no tienen vivienda no tendrán 
ninguna oportunidad de acceder a ella por un método legítimo. 


Entonces, la respuesta a qué le pasa al Banco Hipotecario es que desaparece, y si no lo hace rápidamente 
desaparecerá en el 2017. Como decía el Subsecretario Bergara este proyecto define claramente los roles de 
cada uno. 


Nosotros creemos que si este proyecto ha sido criticado quizás haya sido por la alta intromisión del 
Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente en la creación de un servicio 
descentralizado, y como dice la Constitución de la República, la ley establece el grado de descentralización. 
Con eso intento contestar el por qué del inciso segundo del artículo 21, que dice que el Ministro o sus 
representantes pueden asistir a las sesiones del Directorio de la Agencia. Es un mensaje al sistema político 
sobre la responsabilidad que debe asumir el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio 
Ambiente y que asume este Ministerio en la Agencia Nacional de Vivienda. El Ministro que sea no podrá 
decir que la Agencia resolvió y que él no sabía, que no se enteró. El Diputado o el Senador que quiera podrá 
reclamar: "Señor Ministro: usted podía estar, usted podía opinar y no lo hizo". 


SEÑOR SARLO.- Entiendo que las preguntas están prácticamente contestadas. Quizás cuando el 
señor Ministro me transfirió la palabra tenía in mente alguna explicación un poco más técnica, que es 
lo que me corresponde. Sin embargo, para reflejar las discusiones que hemos tenido en la elaboración 


de este proyecto, debo decir que naturalmente los aspectos técnicos están al servicio de las opciones 
políticas que ha tomado la Comisión que trabajó en este tema. 


Sobre el aspecto institucional de la descentralización o la autonomía, los señores Representantes saben que el 
diseño de este aspecto en la Constitución ha sido bastante caótico y fue creado por aluvión en las distintas 
reformas constitucionales, que fueron respondiendo siempre tardíamente al desarrollo de la descentralización 
que de hecho la evolución política del país ha ido creando. Ustedes saben que ya en la reforma de la 
Constitución de 1918 existía la descentralización territorial que la Constitución no preveía hasta entonces. Y 
todo se ha ido dando por delante de las pautas constitucionales. 


Dejando de lado esta formulación que en la Constitución puede tener una cierta oscuridad, en la doctrina está 
muy claro que cuando alguien diseña una forma de intervención pública en la economía, debe tener en cuenta 
por lo menos cuatro grandes variables -hay muchas más. La primera refiere a quién va a determinar la 
orientación política de la gestión que se encomienda. La segunda variable es el poder reglamentario; esto es 
lo que la Constitución llama, pero para una sola franja de instituciones, la autonomía. En realidad, todas las 
entidades tienen algún grado de autonomía. La expresión "autonomía" significa el poder de darse su 
reglamento, o darse el reglamento de su actuación. 


La tercera variable sería la ejecución. Queremos saber qué grado de poderes tiene para ejecutar, es decir, qué 
herramientas jurídicas tiene para ejecutar los cometidos. La cuarta variable que es interesante señalar aquí - 
aunque no es relevante- es el grado de participación que pueden tener distintos actores políticos en la 
conducción de esa entidad. 


La realidad institucional uruguaya muestra ejemplos de todo tipo de combinaciones, de un "mix" de estas 
variables, que cubren toda la gama. Uno puede hacer muchas combinaciones pero la Constitución tiene 
algunas limitantes. Por ejemplo, la Constitución prevé un altísimo grado de autonomía, autogobierno y 
participación en la Universidad de la República. Esta fija sus políticas; si quiere, puede no participar ni 
responder a ninguna política nacional al respecto; cada cual sabrá si eso es bueno o malo, en qué momento 
esto es bueno o malo. Es un modelo de grado máximo de autonomía, autogobierno y participación de los 
propios usuarios del sistema. Tenemos una franja de entes autónomos que dictan sus propios reglamentos 
como, por ejemplo, el Banco Hipotecario, que dicta su estatuto del funcionario, su propio reglamento de 
procedimientos internos; es decir, todo lo imaginable en la posibilidad de autopensarse y autoinstitucionalizar 
su gestión. 


Luego, está la franja de la descentralización, que está pensada como una franja intermedia, que sin dejar de 
ser autónoma -tiene poderes y en este caso lo hemos previsto como de proyección de sus reglamentos; esto es 
importante porque el que proyecta siempre tiene una parte ganada de la decisión- tiene un poder menguado 
en la reglamentación, pero cuenta con todos los poderes en materia de ejecución. El término "ejecución" -se 
ha dicho aquí, pero voy a concretarlo más técnicamente- tiene que ver con el resolver cuándo y cómo se 
harán las cosas que se han decidido en las políticas, o en los órganos que tengan en cada caso los cometidos 
de fijar el dónde y con qué recursos. Las políticas fijarán las asignaciones de recursos, los fines y los 
objetivos que se planteen; a la Agencia le corresponderá cómo lo hará, en qué momento, con quiénes, 
etcétera. 


No estaba muy preparado para hablar de este asunto, porque toda la objeción que se había señalado - 
técnicamente- en la discusión del Senado, apuntaba a que esto no era un servicio descentralizado porque tenía 
tan poca autonomía y descentralización que prácticamente parecía un servicio desconcentrado. Técnicamente 
esto no es así; si ustedes quieren se podría decir que es un servicio descentralizado en la alternativa más 
recostada a la conducción política -desde el centro de la formulación de las políticas del Estado-, pero con 
una amplísima gama de recursos operativos, de herramientas jurídicas que le permitirían no atarse las manos 
de antemano para todo aquello que le cometa el Estado. No quiere decir que lo vaya a usar todo porque todo 
estará regulado por las políticas que se fijen. 


Más allá de lo que cualquiera pueda pensar, en la medida de que las políticas son muy determinantes del 
margen de actuación de esta entidad que se crea, estas políticas también están bajo el control del órgano 
político del Estado, que es el Parlamento. Desde luego que el Parlamento no puede -cosa que sí podría hacer 
si esto fuera un servicio desconcentrado- llamar al Ministro para saber por qué, por ejemplo, el 
fraccionamiento se hizo con tal medida y tal otra, o por qué se puso más al norte o más al sur; esto entra en la 


competencia propia y privativa de la agencia. Sin embargo, el Parlamento podrá controlar y preguntar por 
qué se eligieron favorecer tales o cuales segmentos de población o de ingresos. Me parece que esto en el 
diseño está claro. Se ha tenido el cuidado de ajustar técnicamente la propuesta a los designios políticos que 
habían en este caso. Es decir, que los roles fueran muy claros, no generar autonomías innecesarias porque en 
la cultura institucional uruguaya esto genera sistemáticamente cortocircuitos en el funcionamiento del 
Estado. Entonces, la autonomía debe ser funcional a lo que se quiere hacer, es decir, no es "per se" un valor 
ganado en sí mismo sino que está en función de lo que se quiera. 


Quizás podría hacer algún comentario adicional sobre el proceso, y cómo se fundamenta el haber llegado a 
esta propuesta del proceso. La propuesta técnica es muy detallada y muy compleja porque hubo que crear 
todo un sistema alternativo al común. Me parece que no sería pertinente entrar en esas cuestiones acá porque, 
reitero, son de muy afinada técnica procesal. Lo que interesa saber es en qué medida se conectó lo técnico 
con lo político. 


En el momento de regular este aspecto nosotros teníamos sobre la mesa dos demandas muy claras. Una, 
desde el punto de vista de la doctrina jurídica que, inveteradamente, viene señalando la inconstitucionalidad 
del régimen privilegiadísimo que tiene el Banco Hipotecario, que no resiste un análisis desde el punto de 
vista de los principios jurídicos porque no contempla prácticamente ninguna garantía para el ejecutado. Esto 
pasó los controles de constitucionalidad solamente porque estaba en manos del Estado y el Estado siempre es 
creíble en el Uruguay. 


De todas maneras, en el momento de retocar esto, no se podía confirmar la inconstitucionalidad y no había 
más remedio que retocarla y tener cuidado de adecuar la legislación a la Constitución. 


La otra gran demanda que había era que el proceso de ejecución ordinario, que es común a todos que no sean 
el Banco Hipotecario, es enormemente lento y, a pesar de que la reforma procesal de 1989 aceleró mucho las 
cosas en el diseño institucional, las prácticas institucionales no han cambiado lo suficiente. 


Hoy explicó el economista Mendive que estudios empíricos revelan que hablamos de cuarenta meses en la 
ejecución de una hipoteca que ya tiene todos los poderes en manos del acreedor porque ya se le han dado 
todas las garantías al ejecutado. Esto no funciona en la práctica. Entonces, ¿cómo se ataban estas dos moscas 
por el rabo? La solución era bajar un poco los privilegios exorbitantes que tenía el Banco Hipotecario, 
acelerar el sistema un poco más, de manera de ir hacia una fórmula más expeditiva, sin pérdida de garantías 
sino tomando las últimas orientaciones en materia procesal, introducir actores que son muy confiables en la 
sociedad uruguaya, como los escribanos, concediéndole una buena parte de las actividades. Son agentes que 
tienen un alto grado de confianza del Estado en otras cuestiones, como en materia electoral, y una gran 
competencia en estas cosas como para cumplir algunas tareas que son rutinarias, meramente de certificación 
y que dan garantía suficiente del cumplimiento de las garantías elementales en una ejecución. 


De este "mix" de cosas resulta una fórmula que tiene las dos ventajas: acelera los procedimientos y elimina 
inconstitucionalidades del régimen del Banco Hipotecario. Además, tiene una gran virtud, que no es técnica 
sino política: es la decisión de los diseñadores que esto pase a ser un incentivo para un mercado que hoy no 
existe. Como todos sabemos, hoy los mercados requieren reglas uniformes, claras, en las cuales se crea, y que 
haya vocación de cumplirlas. Bueno; estas reglas se pueden cumplir, serán uniformes para todos los actores 
que intervengan, y, es más, serán un estímulo para que todos puedan participar de este mercado. 


Lo otro que quiero decir, la mayor paradoja de todo esto, es que todos esos privilegios que tenía el Banco 
eran una ficción, porque nunca los ejerció y tampoco evitaron que el Banco pasara por la fenomenal crisis 
que atravesó en las últimas décadas. Quiere decir que no hay ningún pecado que pagar por este tipo de 
solución técnica. La idea es que una vez tomada la decisión política lo demás fue ajustar técnicamente de 
manera de responder a las recomendaciones de la doctrina procesalista y tratar de plasmarlo en una 
reglamentación como esta. 


SEÑOR ALONSO.- Quisiera hacer algunas puntualizaciones. Creíamos que estábamos discutiendo el 
proyecto que presentó el Poder Ejecutivo, pero si se quiere entrar al análisis histórico de la evolución 
de las políticas de vivienda en el Uruguay, cuando se quiera, los invitamos, vienen y hacen las 
exposiciones con la vehemencia y el calor que les quieran poner. 


De todas maneras, tengo que hacer algún comentario en el sentido de que hacer la simplificación de que antes 
de esto no hubo nada, como ubicándonos en el libro del Génesis, como que antes estaban las tinieblas y nada 
se había hecho, y utilizar el giro de decir que nunca nadie antes creó nada en el Estado sin haber designado 
nuevos funcionarios, es una simplificación hasta infantil. Pero creo que no es el motivo de esta discusión. 


SEÑOR BERNINI.- No voy a generar un debate por la hora, pero me encanta. 


Me quedó muy claro, por distintas exposiciones, el nuevo sistema procesal en materia ejecutiva. Quiero ser 
muy honesto: soy de los que tenía cierta duda con respecto al tema de la aplicación de subsidios al conjunto 
del sistema financiero, quizás por mi desviación estatista, sobre todo, en materia de vivienda. También estuve 
en contra cuando se creó el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente, porque 
sabía que podía llegar a pasar lo que está pasando: la superposición de roles, etcétera. 


De todas maneras, si hay algo que está claro en este país es que el mercado inmobiliario está absolutamente 
destruido. Fíjense ustedes si estará destruido, porque no hay crédito hipotecario, que yo muchas veces hago 
un paralelismo, aunque quizás técnicamente pueda decirse que es un error grueso: al retirarse del mercado el 
Banco como agente de crédito y no existir crédito hipotecario, también provoca un descontrol de los precios 
de los alquileres, que hoy están a valores absolutamente desproporcionados con la realidad. Eso tiene un 
altísimo contenido social. O sea que hay consecuencias de este tipo de leyes que habiliten a que podamos 
salir adelante, y habiliten también a la banca privada, porque la demanda es mayor que la capacidad que hoy 
tenemos como Banco Hipotecario en función de los dieciocho millones de este año, de los veinticinco y 
veinticinco, aparte de algunos mecanismos de fondeo que me consta que se van a poder explorar, porque 
estoy convencido de que hay más posibilidades de fondeo. Pongo el titular: el dinero de las AFAP. Si hay una 
inversión típica y clara de los fondos jubilatorios, precisamente, es el crédito hipotecario, por las 
características que tiene: el largo plazo, etcétera. Lo pongo como titular, pero creo que hay más posibilidades. 
Ojalá tengamos la capacidad de emitir deuda una vez que el Banco Hipotecario comience a andar en el 
mediano plazo; por la ley vigente al 2017 teníamos que cancelar todo y teníamos un techo para lo que el 
Banco podía prestar. 


Estoy convencido de que esta ley es imprescindible y también es urgente. Además -lo digo como Diputado- 
no puedo seguir soportando que en un país en el que la sociedad ha hecho un esfuerzo enorme para atender la 
emergencia social y le destina un poco más de cien millones de dólares, nosotros vengamos acumulando una 
pérdida en el Banco Hipotecario, más la que vendría, de veinte planes de emergencia. Desde el punto de vista 
de mis principios y de mi visión política elemental, es algo que nos agrede mucho, porque se pierde de vista 
el objetivo, porque lo venimos haciendo y hoy ni siquiera tenemos un mercado que esté regulado. 


Tengo mucha confianza en que con el Banco Hipotecario, sucederá como con ANTEL, o con el Banco de 
Seguros cuando se desmonopolizó la cartera de automóviles; a pesar de la desmonopolización, mantiene una 
presencia contundente en el mercado, por esa cultura que tenemos los uruguayos. Creo que una vez que 
podamos tener una impronta fuerte de marketing con respecto al nuevo Banco Hipotecario, este pasará a 
tener un rol importante también en la regulación del resto del sistema financiero. No es casualidad que una de 
las empresas financieras privadas que está otorgando, desde mi punto de vista, en forma revolucionaria en 
este país, créditos a 25 años, en unidades indexadas, esté emitiendo una propaganda en la que hace referencia 
a "bancos hipotecarios". No es casualidad. Es la chapa. 


Yo tengo confianza en que el Banco Hipotecario vuelva a cumplir ese rol. Porque lo hizo. Me voy a referir a 
INVE, que el grave problema que tuvo fue que en la dictadura se juntó todo ahí adentro y se desvirtuó 
absolutamente lo que estaba subsidiado, lo que era social, lo que era cartera comercial. Creo en los subsidios 
explícitos, creo que será un ente regulador en el mercado y que la gestión de la cartera vía fideicomiso en la 
Agencia Nacional de Vivienda permite salirse de lo que es la normativa de la Superintendencia de Bancos 
para las empresas financieras que acotan su capacidad de entender que mucha de esa cartera tiene un altísimo 
contenido social; en la medida en que podamos gestionarlo con manual de procedimientos claros en los 
fideicomisos tengamos, muy claro también el alto contenido social que tiene gran parte de esta cartera, y es 
una hermosa oportunidad para comenzar a resolverlo. 


SEÑOR SUBSECRETARIO DE ECONOMÍA Y FINANZAS.- Quiero hacer una aclaración con 
respecto a lo que expresó el señor Diputado Bernini. 


Aquí no está planteado subsidiar al sistema bancario, ni al Banco Hipotecario, ni a la banca privada, ni a otras 
instituciones o fondos que se creen al respecto. Coincido con las potencialidades que planteaba el señor 
Diputado Bernini. Precisamente, cuando se concibe que lo que se subsidia es el sistema bancario, es que pasa 
lo que pasó: subsidiamos la tasa de interés, entonces en realidad el subsidio termina yendo a la gente que 
tiene capacidad de adquirir crédito. Como bien explicaba el arquitecto Altamirano, se trata de gente que ya 
tiene ahorro propio; en este caso no estamos subsidiando a los pobres. 


El enfoque de subsidio es: nosotros tenemos que subsidiar a la gente, a las familias que necesitan ser 
subsidiadas. Y esas familias van a ir a buscar, subsidio en mano, la mejor solución crediticia que se adapte a 
sus necesidades. Si eso es en el Banco Hipotecario, bienvenido; si eso es en el sistema bancario privado, 
bienvenido; también pueden ser nuevas opciones de fondos, que incluso pueden contener fondos públicos y 
privados; como bien decía el doctor Sarlo, acá se abre una gama casi infinita de posibilidades. Ojalá podamos 
incluir a los fondos que administran las AFAP -que son de los trabajadores uruguayos-; como decía 
Altamirano, hay que sumar recursos privados. O sea que aquí la concepción, además, es que los subsidios 
van a las familias que necesitan ser subsidiadas. Y las familias van a encontrar la mejor solución que se 
adapte a sus necesidades. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos la visita del señor Ministro de Vivienda, Ordenamiento 
Territorial y Medio Ambiente y de toda la delegación. 


Se levanta la reunión. 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


